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PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE CALIGRAFÍA, GRAFOMETRÍA, DACTILOSCOPIA 
O DOCUMENTOSCOPIA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
NO SE ACREDITAN LOS CONOCIMIENTOS TÉCNICOS SUFICIENTES PARA EMITIR 
OPINIÓN AL RESPECTO, CUANDO EL PERITO PROPUESTO EXHIBE UN 
DOCUMENTO CON EL QUE SÓLO ACREDITA HABER ACUDIDO A INSTRUIRSE POR 
UN PERIODO BREVE EN DICHAS MATERIAS. 
 
 
De la interpretación del artículo 144 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 
de aplicación supletoria a la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, de conformidad con su artículo 1o., se advierte que el legislador 
estableció que tratándose de la prueba pericial puede nombrarse a cualquier 
persona con conocimientos suficientes en la profesión o el arte, cuando la materia 
sobre la que verse no se encuentre reglamentada, y cuando sí lo esté, los peritos 
deben tener el título relativo. Por consiguiente, si el experto propuesto exhibe en el 
juicio contencioso administrativo un documento denominado, por ejemplo, 
diploma, constancia o reconocimiento, con el que sólo acredite que acudió a 
instruirse por un periodo breve, en las materias de caligrafía, grafometría, 
dactiloscopia o documentoscopia, con ello no acredita los conocimientos técnicos 
suficientes para emitir opinión al respecto, si se toma en consideración que de 
acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, 
"diplomatura" es el grado universitario que se obtiene tras realizar determinados 
estudios de menor duración que la licenciatura (que por regla general requiere de 
un mínimo de cien horas); por su parte, "diplomado" es la persona que ha obtenido 
un "diploma", el cual se define como el título o credencial que expide una 
corporación, una facultad o una sociedad literaria para acreditar un grado 
académico, mientras que "curso" es el estudio sobre una materia, desarrollada con 
unidad, o bien, el tratado sobre una materia explicada o destinada a ser explicada 
durante cierto tiempo. En ese contexto, si el perito nombrado por una de las 
partes, para acreditar sus conocimientos en las citadas materias, exhibe, por 
ejemplo, un diploma, es evidente que éste no demuestra que dicho experto 
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acreditó un grado académico en las materias por las que se le otorgó, sino que 
recibió un curso de algunas horas; de ahí que dicho documento sea insuficiente 
para demostrar que el perito nombrado tiene la experiencia o los conocimientos 
mínimos necesarios para opinar sobre el problema técnico planteado. 
 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO 
 
 

Revisión fiscal 133/2010. Secretaría de Comunicaciones y Transportes, con 
sede en México, Distrito Federal, por conducto del titular de la Unidad de Asuntos 
Jurídicos. 26 de mayo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arteaga 
Álvarez. Secretaria: Marylin Ramírez Avendaño. 
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PENSIÓN POR VIUDEZ. EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL INSTITUTO 
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN, AL ADICIONAR REQUISITOS PARA EL VIUDO EN RELACIÓN CON LOS 
EXIGIDOS A LA VIUDA PARA SER BENEFICIARIOS DE AQUÉLLA, TRANSGREDE LA 
GARANTÍA DE IGUALDAD. 
 
 
En el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se 
establece que queda prohibida toda discriminación motivada por el género; 
asimismo, el artículo 4o. de ese ordenamiento dispone que el varón y la mujer son 
iguales ante la ley. Ahora bien, como lo ha determinado la Suprema Corte de la 
Justicia de la Nación, el principio de igualdad no implica que todos los sujetos de la 
norma se encuentren siempre, en todo momento y ante cualquier circunstancia, en 
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condiciones de absoluta paridad, sino que se refiere a la igualdad jurídica, que debe 
traducirse en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio (o privarse de un 
beneficio) desigual e injustificado; en otras palabras, el valor superior que persigue 
este principio consiste en evitar que existan normas que, llamadas a proyectarse 
sobre situaciones de igualdad de hecho, produzcan como efecto de su aplicación la 
ruptura de esa igualdad al generar un trato discriminatorio entre situaciones 
análogas, o bien, propicien efectos semejantes sobre personas que se encuentran 
en situaciones dispares, lo que se traduce en desigualdad jurídica. Por su parte, el 
artículo 95 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado de Nuevo León prevé la existencia del derecho a la pensión 
por viudez para el cónyuge supérstite, sea mujer o varón; sin embargo, en su 
fracción III señala para éste dos requisitos, a saber: 1) su avanzada edad (60 años o 
más) o su incapacidad total y permanente para trabajar; y, 2) la dependencia 
económica de la servidora pública o pensionista. Consecuentemente, la decisión 
del legislador de adicionar requisitos para el viudo en relación con los exigidos a la 
viuda, transgrede la garantía de igualdad entre el hombre y la mujer, al otorgar un 
trato distinto a los beneficiarios de la pensión atendiendo exclusivamente a su 
sexo, sin que ello se encuentre justificado en razones objetivas, lo cual además 
produce una discriminación de género. 
 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 240/2009. Delegado del Gobernador Constitucional del 
Estado de Nuevo León. 26 de noviembre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: 
Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo Guerrero. 

Amparo en revisión 257/2010. Delegado del Gobernador Constitucional del 
Estado de Nuevo León. 24 de septiembre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Carlos Rodríguez Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo en revisión 325/2010. Delegado del Gobernador Constitucional del 
Estado de Nuevo León y otras. 20 de enero de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. Secretario: Jesús Alejandro Jiménez 
Álvarez. 

Amparo en revisión 426/2011. Delegada del Gobernador Constitucional del 
Estado de Nuevo León y otra. 30 de junio de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Miguel Ángel Luna Gracia. 



 
Amparo en revisión 445/2011. Delegado del Gobernador Constitucional del 

Estado de Nuevo León y otra. 13 de julio de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: 
Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. Secretario: Jesús Alejandro Jiménez Álvarez. 
 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1764  
 
FIRMA. PARA DETERMINAR SU FALSEDAD SE REQUIERE DE LA PERICIAL RELATIVA 
EN GRAFOSCOPIA Y CALIGRAFÍA AUN CUANDO SEA NOTORIA SU DISCREPANCIA 
CON LA AUTÉNTICA. 
 
 
Conforme al artículo 1194 del Código de Comercio, corresponde al actor probar los 
hechos constitutivos de su acción y al demandado de sus excepciones; esto trae 
consigo que en los casos en que se argumente la falsedad de una firma estampada 
en un documento, deba demostrarse con las pruebas idóneas para ello, entre las 
que se encuentra la pericial en grafoscopia y caligrafía, sin importar que a simple 
vista se adviertan notorias diferencias entre la firma cuestionada y la auténtica, 
atendiendo a que, para determinar lo relativo, se requieren conocimientos 
científicos y técnicos especiales que no son propios de los juzgadores, y que no 
pueden ser reemplazados con una confrontación a simple vista, pues existe la 
posibilidad de que, aun discrepando, las firmas pertenezcan a una misma persona. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 128/2011. 4 de mayo de 2011. Mayoría de votos. Disidente: 
Enrique Zayas Roldán. Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. Secretario: Ciro 
Carrera Santiago. 
 

http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=23815&Clase=DetalleTesisEjecutorias
javascript:AbrirModal(1)
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=23805&Clase=DetalleTesisEjecutorias


 
 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1745  
 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN. CUANDO EN SU EJERCICIO LAS AUTORIDADES 
FISCALES ADVIERTAN QUE LOS DOCUMENTOS PRESENTADOS POR LOS 
CONTRIBUYENTES AMPARAN OPERACIONES QUE NO SE REALIZARON, PUEDEN 
DETERMINAR LA INEXISTENCIA DE ESOS ACTOS JURÍDICOS, EXCLUSIVAMENTE 
PARA EFECTOS FISCALES. 
 
 
Conforme al artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, las autoridades fiscales 
están facultadas para verificar que los contribuyentes, responsables solidarios y 
terceros con ellos relacionados, han cumplido con las disposiciones tributarias, ya 
sea a través de visitas domiciliarias, revisiones de gabinete o con el cotejo de la 
información proporcionada por estas personas. Así, el ejercicio de tales facultades 
implica averiguar si los actos jurídicos que se justifican con los documentos que los 
contribuyentes presenten durante las revisiones se llevaron a cabo en la realidad o 
no, pues sólo de esa forma se tendrá certeza de la existencia de las operaciones 
que ahí se describen. Consecuentemente, cuando las autoridades fiscales adviertan 
que los documentos presentados por los causantes amparan operaciones que no 
se realizaron, pueden determinar la inexistencia de esos actos jurídicos, 
exclusivamente para efectos fiscales, sin que ello implique la anulación para 
efectos generales de dichos actos, sino únicamente la negación de su valor en el 
ámbito tributario; es decir, aquéllas podrán restar eficacia probatoria a los 
comprobantes fiscales, contratos y demás documentos relacionados, únicamente 
para la determinación, devolución o acreditamiento de las contribuciones. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
 
 

javascript:AbrirModal(1)


 
Revisión fiscal 20/2011. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur, en 

representación del Administrador Local de Auditoría Fiscal de Puebla Norte. 30 de 
junio de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. 
Secretario: Manuel Saturnino Ordóñez. 

Revisión fiscal 108/2011. Administradora Local Jurídica de Puebla Norte. 1o. 
de diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Ramírez 
González. Secretaria: Elizabeth Christiane Flores Romero. 

Revisión fiscal 9/2012. Administradora Local Jurídica de Puebla Norte del 
Servicio de Administración Tributaria y otras. 10 de mayo de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Juan Carlos Carrillo Quintero. 

Revisión fiscal 23/2012. Administradora Local Jurídica de Puebla Norte del 
Servicio de Administración Tributaria y otras. 31 de mayo de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Juan Carlos Carrillo Quintero. 
 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1724  
 
DERECHOS HUMANOS. PARA HACERLOS EFECTIVOS, ENTRE OTRAS MEDIDAS, LOS 
TRIBUNALES MEXICANOS DEBEN ADECUAR LAS NORMAS DE DERECHO INTERNO 
MEDIANTE SU INTERPRETACIÓN RESPECTO DEL DERECHO CONVENCIONAL. 
 
 
Conforme al artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y a 
las Observaciones Generales número 31 (80) del Comité de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas -aprobadas el 29 de marzo de 2004-, los tribunales mexicanos 
tienen la obligación de adoptar las medidas que garanticen la aplicación efectiva de 
los derechos humanos, sin que sea válido invocar las disposiciones de derecho 
interno para su inobservancia; toda vez que la construcción de un orden de 
convencionalidad constituye no sólo una garantía de los derechos y libertades del 
ser humano, sino también una oportunidad para que los tribunales los desarrollen 
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en un ambiente de eficacia y de esa manera el Estado Mexicano cumpla con sus 
deberes internacionales. Consecuentemente, esa construcción del orden de 
convencionalidad se hará midiendo las normas del derecho legislado interno con la 
medida jurídica del derecho convencional para enjuiciar aquellas normas a través 
de las previstas por los tratados y resolver su contrariedad o no para efectos de su 
expulsión del orden judicial nacional. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 353/2011. José Luis Domínguez Robles. 29 de septiembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctorino Rojas Rivera. Secretario: Edgar 
Martín Gasca de la Peña. 

Amparo directo 826/2011. Alma Mayeli Trujillo Vázquez y otros. 8 de 
diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Juan García Orozco. Secretaria: 
Libertad Rodríguez Verduzco. 
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CONTROLES DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD. ESTÁN 
OBLIGADOS A EJERCERLOS TODOS LOS ÓRGANOS DE JUSTICIA NACIONAL PARA 
GARANTIZAR EL RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOS. 
 
 



 
Los órganos de justicia nacional están obligados a ejercer el control de: i) 
constitucionalidad, con el objeto de desaplicar una norma jurídica que sea 
incompatible con la Ley Fundamental, con base en sus artículos 1o., 40, 41 y 133; ii) 
convencionalidad, respecto de actos de autoridad, entre ellos, normas de alcance 
general, conforme a las atribuciones que les confieren los ordenamientos a los que 
se hallan sujetos y las disposiciones del derecho internacional de los derechos 
humanos a las que se encuentren vinculados por la concertación, ratificación o 
adhesión de los tratados o convenciones del presidente de la República; iii) difuso 
de convencionalidad, que queda depositado tanto en tribunales internacionales, o 
supranacionales, como en los nacionales, a quienes mediante aquél se les 
encomienda la nueva justicia regional de los derechos humanos y adquieren, 
además, la obligación de adoptar en su aparato jurídico tanto las normas como su 
interpretación a través de políticas y leyes que garanticen el respeto a los derechos 
humanos y sus garantías explícitas previstas en sus constituciones nacionales y, 
desde luego, en sus compromisos internacionales, con el objeto de maximizar los 
derechos humanos. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 353/2011. José Luis Domínguez Robles. 29 de septiembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctorino Rojas Rivera. Secretario: Edgar 
Martín Gasca de la Peña. 

Amparo directo 826/2011. Alma Mayeli Trujillo Vázquez y otros. 8 de 
diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Juan García Orozco. Secretaria: 
Libertad Rodríguez Verduzco. 
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CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. ES IMPROCEDENTE EL ESTUDIO 
CORRESPONDIENTE SI EN LA SENTENCIA QUE CONSTITUYE EL ACTO RECLAMADO 
SE SOBRESEYÓ Y NO SE ENTRÓ AL ESTUDIO DE FONDO. 
 
 
Este alto tribunal ha sostenido en reiteradas ocasiones que el estudio de 
constitucionalidad de normas sólo es procedente si los preceptos tildados de 
inconstitucionales fueron aplicados en perjuicio de la parte quejosa en la secuela 
del procedimiento del juicio natural o en la sentencia definitiva que culminó con el 
juicio de nulidad, e influyeron en el sentido del fallo respectivo, haciendo subsistir 
ese perjuicio, pues lo resuelto en la sentencia es lo que causa agravio. Ello, en 
virtud de que la intervención de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el 
análisis de la constitucionalidad de leyes precisa, en todos los casos, de la 
actualización de un agravio o lesión en la esfera jurídica del particular, dimanado 
de la aplicación de las disposiciones jurídicas, que sea susceptible de reparación. 
Cuestión que no tiene lugar cuando en la sentencia que constituye el acto 
reclamado se sobresee por haberse presentado la demanda en forma 
extemporánea, motivo por el cual no hubo un pronunciamiento de fondo, ni se 
aplicaron en perjuicio de la parte quejosa los artículos que tilda de 
inconstitucionales. En ese caso, el agravio que le causa a la quejosa la sentencia 
reclamada no proviene de los artículos impugnados, sino de la determinación de la 
autoridad responsable por virtud de la cual resolvió que la demanda fue 
presentada en forma extemporánea, lo cual constituye un impedimento legal para 
realizar el examen de los planteamientos de legalidad o constitucionalidad de leyes 
hecho valer, que tendría que haber sido superado para poder entrar al estudio de 
fondo. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 

Amparo directo en revisión 1030/2011. Autohotel Legaria, S.A. de C.V. 13 de 
julio de 2011. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa 
María Rojas Vértiz Contreras. 
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AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. CUANDO PROCEDA LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA, 
SÓLO TIENE ESE CARÁCTER LA QUE EMITIÓ LA RESOLUCIÓN RECAÍDA AL RECURSO 
ADMINISTRATIVO. 
 
 
El artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo prevé el principio de litis abierta, al disponer que cuando se 
controvierta en el juicio contencioso administrativo federal la resolución recaída a 
un recurso administrativo, por no satisfacer el interés jurídico del recurrente, debe 
entenderse que simultáneamente se impugna la determinación recurrida en la 
parte que continúa afectándolo, para lo cual podrá hacer valer conceptos de 
impugnación no planteados en el recurso. Ahora bien, el artículo 3o. de la citada 
ley establece que en el señalado juicio son partes, entre otras, como demandada, 
la autoridad que dictó la resolución impugnada. Consecuentemente, cuando en el 
juicio contencioso administrativo federal proceda la aplicación del mencionado 
principio, sólo tiene el carácter de autoridad demandada la que emitió la resolución 
recaída al recurso administrativo (resolución impugnada), mas no la que dictó la 
primigenia, pues ésta es sustituida por la que resolvió el medio de impugnación. 
 
 
DECIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO 
 
 

Revisión fiscal 55/2011. Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos de la 
Delegación Sur del Distrito Federal del Instituto Mexicano del Seguro Social, unidad 
administrativa encargada de la defensa jurídica y en representación del Consejo 
Consultivo Delegación Sur del Distrito Federal de dicho Instituto. 6 de abril de 2011. 
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Unanimidad de votos. Ponente: María Guadalupe Molina Covarrubias. Secretaria: 
Silvia Angélica Martínez Saavedra. 

Revisión fiscal 342/2011. Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos de la 
Delegación Sur del Distrito Federal del Instituto Mexicano del Seguro Social, en 
representación de la autoridad demandada titular del Consejo Consultivo 
Delegación Sur del Distrito Federal de dicho Instituto. 24 de agosto de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Guadalupe Molina Covarrubias. Secretaria: 
Georgina Escalante Moreno. 

Revisión fiscal 213/2011. Jefa del Departamento Contencioso, en ausencia del 
titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos de la Delegación Sur del Distrito Federal 
del Instituto Mexicano del Seguro Social, unidad administrativa encargada de la 
defensa jurídica de los intereses de dicha institución y de la autoridad demandada, 
Consejo Consultivo de la Delegación Sur del Distrito Federal y del titular de dicho 
Instituto. 7 de septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Ernesto 
Martínez Andreu. Secretario: Carlos Augusto Amado Burguete. 

Revisión fiscal 350/2011. Jefa del Departamento Contencioso, en suplencia 
por ausencia del titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos de la Delegación Sur del 
Distrito Federal, del Instituto Mexicano del Seguro Social, unidad administrativa 
encargada de la defensa jurídica de los intereses de dicha institución y en 
representación de la autoridad demandada, Consejo Consultivo de la Delegación 
Sur del Distrito Federal de dicho Instituto. 26 de octubre de 2011. Unanimidad de 
votos. Ponente: Ernesto Martínez Andreu. Secretario: Carlos Augusto Amado 
Burguete. 

Revisión fiscal 273/2011. Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos de la 
Delegación Sur del Distrito Federal del Instituto Mexicano del Seguro Social, en 
representación de la autoridad demandada, titular del Consejo Consultivo de la 
Delegación Sur del Distrito Federal de dicho Instituto. 30 de noviembre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Guadalupe Molina Covarrubias. Secretaria: 
Georgina Escalante Moreno. 
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AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN FISCAL. LO SON AQUELLOS QUE EN 
LUGAR DE CONTROVERTIR LA OMISIÓN O INEXACTITUD DE LA SALA A QUO EN EL 
ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS DE DEFENSA EXPUESTOS EN LA DEMANDA SÓLO 
LOS REPRODUCEN. 
 
 
Los agravios en la revisión fiscal son inoperantes si lo alegado en ellos se limita a 
reproducir el planteamiento defensivo que se esbozó ante la instancia natural para 
sustentar la validez del acto o actos materia del juicio contencioso administrativo, 
en lugar de controvertir la omisión o inexactitud de la Sala a quo en el análisis de 
los argumentos a ese fin estructurados, merced a que la litis, tratándose del 
mencionado recurso, se circunscribe a examinar la legalidad o no de la 
determinación que la autoridad jurisdiccional de origen asumió frente a las 
exposiciones defensivas hechas valer, pero no a estudiar, de primera mano, el tema 
de discusión en el contexto primario, ya que de no estimarlo así, se inobservaría la 
técnica procesal que rige al comentado medio extraordinario de impugnación. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 

Revisión fiscal 75/2007. Administrador Local Jurídico de Guadalupe, Nuevo 
León y otras autoridades. 24 de mayo de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: 
Juan Bonilla Pizano. Secretario: Jorge Toss Capistrán. 

Revisión fiscal 237/2007. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 6 de 
marzo de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Meza Pérez. Secretaria: 
Marina Chapa Cantú. 

Revisión fiscal 84/2008. Administrador Local Jurídico de Monterrey, Nuevo 
León, unidad administrativa encargada de la defensa jurídica del Secretario de 
Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de 
la autoridad demandada. 15 de mayo de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jesús R. Sandoval Pinzón. Secretario: Pedro Gerardo Álvarez Álvarez del Castillo. 

Revisión fiscal 107/2008. Administración Local Jurídica de San Pedro Garza 
García, Nuevo León, unidad encargada de la defensa jurídica del Secretario de 



 
Hacienda y Crédito Público. 25 de julio de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Meza Pérez. Secretaria: María Inocencia González Díaz. 

Revisión fiscal 189/2008. Secretario de Hacienda y Crédito Público. 6 de 
noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Meza Pérez. Secretaria: 
Marina Chapa Cantú. 
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. SI FUE NEGADA Y LA PERSONA ACUDE AL 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, LA AUTORIDAD QUE LO RESUELVA, EN 
ATENCIÓN AL PRINCIPIO PRO PERSONA, DEBE APLICAR LA LEY DE LA MATERIA Y 
NO EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PORQUE 
AQUÉLLA OTORGA ESE DERECHO CON MAYOR AMPLITUD (LEGISLACIÓN PARA EL 
ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO). 
 
 
El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos obliga a 
los juzgadores a interpretar las normas relativas a los derechos humanos de 
conformidad con la propia Ley Fundamental y con los tratados internacionales de la 
materia de que se trate, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 
más amplia. Precepto constitucional que consigna el principio pro persona, criterio 
hermenéutico de acuerdo con el cual debe atenderse a la interpretación extensiva 
de la norma cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a 
la restringida cuando se determinan limitaciones permanentes a su ejercicio o su 
suspensión extraordinaria; siendo extensiva porque las normas que rigen o 
consignan pautas de protección a esos derechos, pueden localizarse en leyes 
secundarias, procesales o no incluidas en el capítulo de algún cuerpo legal en el 
que se consigne el catálogo de esos derechos. Interpretación permitida por el 
principio de universalidad de los derechos humanos, que establece que su 
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protección puede ser reconocida y garantizada en normas de cualquier rango, 
incluso, con base en el diverso principio de indivisibilidad, el cual prohíbe 
jerarquizarlos. Por otro lado, el derecho a la información pública que reconoce el 
artículo 6o. constitucional, en el Estado de Guanajuato está desarrollado, entre 
otros, en los artículos 6o., fracción II, 8 y 23 del Código de Procedimiento y Justicia 
Administrativa y 39 y 40 de la Ley de Acceso a la Información Pública, ambos para 
el Estado y los Municipios. De ahí que cuando una persona requiera información a 
un ente público, ésta sea negada y acuda al contencioso administrativo, la 
autoridad que lo resuelva, aun cuando tiene la posibilidad de aplicar la primera ley, 
en atención al principio pro persona, debe aplicar la segunda porque otorga el 
derecho de acceso a la información pública con mayor amplitud, al no exigir como 
requisito para el solicitante acreditar el interés jurídico en el asunto, sino que 
dispone, entre otros aspectos, que los sujetos obligados por dicha ley deberán 
brindar la información pública solicitada que tengan en su poder y que no sea 
reservada. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO SEXTO CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 135/2012. Cipriano González Hinojosa. 14 de junio de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Pedro 
Hermida Pérez. 
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ACCESO A LA JUSTICIA. ES UN DERECHO LIMITADO, POR LO QUE PARA SU 
EJERCICIO ES NECESARIO CUMPLIR CON LOS PRESUPUESTOS FORMALES Y 
MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA, ASÍ COMO DE OPORTUNIDAD 
PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO. 
 
 
Todos los Jueces mexicanos deben partir de los principios de constitucionalidad y 
convencionalidad y, por consiguiente, en un primer momento, realizar la 
interpretación conforme a la Constitución y a los parámetros convencionales, de 
acuerdo con el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, incluso de oficio. En función de ello, y conforme al principio pro 
personae (previsto en el artículo 29 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos conocida como Pacto de San José de Costa Rica), que implica, inter alia, 
efectuar la interpretación más favorable para el efectivo goce y ejercicio de los 
derechos y libertades fundamentales, de conformidad con los artículos 17 
constitucional; 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, el derecho humano de acceso a la justicia no se encuentra 
mermado por la circunstancia de que las leyes ordinarias establezcan plazos para 
ejercerlo, porque tales disposiciones refieren que toda persona tiene derecho a ser 
oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un Juez o 
tribunal competente; sin embargo, ese derecho es limitado, puesto que para que 
pueda ser ejercido es necesario cumplir con los presupuestos formales y materiales 
de admisibilidad y procedencia para ese tipo de acciones, lo cual, además, brinda 
certeza jurídica. De igual forma, no debe entenderse en el sentido de que puede 
ejercerse en cualquier tiempo, porque ello se traduciría en que los tribunales 
estarían imposibilitados para concluir determinado asunto por estar a la espera de 
saber si el interesado estará conforme o no con la determinación que pretendiera 
impugnarse, con la consecuencia de que la parte contraria a sus intereses pudiera 
ver menoscabado el derecho que obtuvo con el dictado de la resolución que fuera 
favorable, por ello la ley fija plazos para ejercer este derecho a fin de dotar de 
firmeza jurídica a sus determinaciones y lograr que éstas puedan ser acatadas. De 
ahí que si el gobernado no cumple con uno de los requisitos formales de 
admisibilidad establecidos en la propia Ley de Amparo, y la demanda no se 
presenta dentro del plazo establecido, ello no se traduce en violación a su derecho 
de acceso a la justicia, pues éste debe cumplir con el requisito de procedencia 
atinente a la temporalidad, por lo que resulta necesario que se haga dentro de los 
términos previstos para ello, ya que de no ser así, los actos de autoridad que se 
impugnen y respecto de los cuales no existió reclamo oportuno, se entienden 
consentidos con todos sus efectos jurídicos en aras de dotar de firmeza a dichas 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(2)
javascript:AbrirModal(2)
javascript:AbrirModal(3)
javascript:AbrirModal(3)
javascript:AbrirModal(4)
javascript:AbrirModal(4)


 
actuaciones y a fin de que los propios órganos de gobierno puedan desarrollarse 
plenamente en el ámbito de sus respectivas competencias, sin estar sujetos 
interminablemente a la promoción de juicios de amparo. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
 
 

Reclamación 15/2011. Adela Norberto Gabriel. 22 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan García Orozco. Secretario: Edgar Díaz Cortés. 
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ACCESO AL JUICIO DE AMPARO CONFORME AL NUEVO ORDEN CONSTITUCIONAL. 
 
 
El seis de junio de dos mil once, fueron publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación una serie de reformas a la Constitución Federal. La razón por la cual el 
Constituyente modificó el Texto Fundamental, fue para adecuar el juicio de amparo 
en diversos aspectos, para beneficio de las personas que acuden al sistema de 
justicia mexicano. De la exposición de motivos que dio lugar a la citada enmienda 
se desprende que el fin del Constituyente fue: a) eliminar tecnicismos y 
formalismos extremos que dificulten el acceso, trámite y ejecución del juicio de 
amparo; b) que ese medio de control sea el instrumento claro y eficaz para la 



 
protección de los derechos humanos; c) que los tribunales de amparo tomen en 
cuenta los criterios emitidos por órganos internacionales y regionales en materia 
de derechos humanos y d) redunde en la ampliación de su ámbito protector. En ese 
tenor, el juicio de amparo, en nuestros días, constituye un instrumento 
implementado para la protección de los derechos humanos, por lo que los 
tribunales de amparo deben eliminar los tecnicismos y formalidades rigoristas que 
impidan el acceso al mismo, para lo cual, deben acudir a los criterios emitidos por 
organismos internacionales y regionales en materia de derechos humanos, lo que 
implica, desde luego, atender a la jurisprudencia interamericana. Lo anterior 
representa un estándar interpretativo que debe ser aplicado para dilucidar 
cualquier cuestión relacionada con el acceso al amparo que debe relacionarse con 
el principio (pro actione) derivado del principio (pro homine), conforme al cual las 
instituciones procesales deben ser interpretadas de la forma más amplia y flexible 
que sea posible, en aras de favorecer el derecho de acción que tienen los 
gobernados. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 74/2012. Margarita Carmona Reyes. 4 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: 
Arturo Alberto González Ferreiro. 
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ACTOS DE IMPOSIBLE REPARACIÓN MATERIAL EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN EN MATERIA FISCAL. CUANDO SE OPTA POR 
IMPUGNARLOS ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA, EL CÓMPUTO DEL PLAZO LEGALMENTE ESTABLECIDO PARA LA 
PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE NULIDAD DEBE REALIZARSE CONFORME A 
LAS DISPOSICIONES RELATIVAS DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
 
 
De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 120, 125, 127 del 
Código Fiscal de la Federación; 1o., 2o., 13, 70 y 74, fracción I, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, se colige que cuando el interesado 
elige impugnar directamente ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa un acto de imposible reparación dentro del procedimiento 
administrativo de ejecución encaminado a hacer efectivo un crédito fiscal, según la 
optatividad que conceden los dos numerales invocados en primer término, el 
cómputo del plazo legalmente establecido para la presentación de la demanda de 
nulidad, debe realizarse conforme a las disposiciones relativas de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, por ser la que regula todo lo 
concerniente al juicio promovido ante el mencionado órgano jurisdiccional, cuyos 
artículos 13, fracción I, inciso a), 70 y 74, fracción I, disponen que la demanda debe 
presentarse dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a aquel en que haya 
surtido efectos la notificación de la resolución impugnada, en el entendido de que 
las notificaciones surtirán sus efectos el día hábil siguiente a aquel en que fueron 
hechas, mientras que el cómputo de los plazos empezará a correr a partir del día 
siguiente a aquel en que surta efectos la notificación respectiva. Motivo por el cual, 
en el referido supuesto no debe aplicarse la regla contenida en la parte final del 
primer párrafo del citado artículo 127, consistente en que en el caso de actos de 
imposible reparación material en el procedimiento administrativo de ejecución, el 
plazo para interponer el recurso de revocación se computará a partir del día hábil 
siguiente al en que surta efectos la notificación del requerimiento de pago o del día 
hábil siguiente al de la diligencia de embargo, toda vez que dicho dispositivo se 
refiere única y exclusivamente al recurso en sede administrativa, no así al juicio de 
nulidad. 
 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA 
REGION CON RESIDENCIA EN MORELIA MICHOACAN 
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Amparo directo 637/2011. Comercializadora y Constructora Migsal, S.A. de 
C.V. 24 de octubre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Moisés Duarte Briz. 
Secretario: Mario García Lobato. 
 

 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1498  
 
ACTOS DENTRO DE JUICIO. CUANDO AFECTAN UN DERECHO HUMANO PUEDEN 
SER COMBATIDOS EN AMPARO INDIRECTO O EN EL DIRECTO PROMOVIDO 
CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA. INAPLICACIÓN DE LA DOCTRINA DE LA 
PRECLUSIÓN PROCESAL. 
 
 
El amparo directo es el instrumento a través del cual pueden reclamarse la 
sentencia definitiva dictada en un procedimiento jurisdiccional, así como las 
violaciones procesales ocurridas durante el mismo. Luego, podría decirse que el 
amparo directo surge como una vía regular para combatir las violaciones de 
carácter adjetivo acaecidas durante el trámite del juicio, así como la propia 
sentencia. Por su parte, el amparo indirecto tiene un carácter excepcional o 
privilegiado, porque la posibilidad de promoverlo dentro de un juicio, sólo tiene 
lugar cuando el acto reclamado guarda efectos de imposible reparación y, su 
consecuencia práctica consiste en que el acto pueda ser combatido en forma 
inmediata, sin esperar hasta el fin del procedimiento. Ahora, bajo una óptica 
procesalista tradicional, el establecimiento de una vía concreta para reclamar un 
acto específico, excluye, en forma implícita, la eficacia de la otra vía para 
controvertir esa misma resolución. En otras palabras, si el acto debía ser combatido 



 
en amparo indirecto, no puede ser analizado en amparo directo. Esa postura 
descansa, en buena medida, en la doctrina de la preclusión procesal. Pues bien, el 
principio pro actione deriva del principio pro homine y consiste en que las 
instituciones procesales deben ser interpretadas de la forma más amplia que sea 
posible, en aras de favorecer el derecho de acción que tienen los gobernados. Por 
su parte, la preclusión procesal es una institución que busca salvaguardar la 
seguridad jurídica, porque obliga a las partes a agotar los medios defensivos en 
forma oportuna, al impedir su ejercicio con posterioridad en una vía distinta a la 
establecida. Ahora, cuando el acto incide en un derecho humano no podría 
limitarse el acceso al amparo a una vía concreta (indirecta o directa), como medio 
para su protección, bajo un argumento de preclusión procesal, porque ello 
implicaría otorgar mayor valor a una regla adjetiva, que si bien pretende otorgar 
seguridad jurídica a las partes, impediría a los Tribunales Colegiados analizar si fue 
violado un derecho humano establecido a favor del gobernado. Esa postura 
encuentra sustento en el principio de que el Estado no puede alegar, bajo 
consideraciones de derecho interno, como es la preclusión procesal, el que se 
desconozcan los derechos reconocidos a favor de las personas en los instrumentos 
internacionales. En tal virtud, si un acto emitido durante un juicio incide en un 
derecho humano, el justiciable podrá combatirlo en amparo indirecto, mas si no lo 
hace, la materia de análisis permanece intacta, sin que precluya su derecho para 
cuestionarlo con motivo del amparo directo promovido contra la sentencia 
definitiva y, por tanto, el Tribunal Colegiado no debe declararse impedido para 
analizar los conceptos de violación. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 74/2012. Margarita Carmona Reyes. 4 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: 
Arturo Alberto González Ferreiro. 
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AGRAVIOS EN LA REVISIÓN FISCAL ADHESIVA. SON INOPERANTES CUANDO NO 
TIENEN COMO FINALIDAD REFORZAR EL PRONUNCIAMIENTO DE LA SALA FISCAL 
QUE LE FAVORECIÓ AL DEMANDANTE, AL NO HABER SIDO MATERIA DE LA 
SENTENCIA IMPUGNADA NI DEL RECURSO PRINCIPAL LOS TEMAS QUE EN ELLOS 
SE PROPONE ANALIZAR. 
 
 
El artículo 63, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo establece que el actor que en el juicio de nulidad hubiese obtenido 
sentencia favorable, puede adherirse a la revisión fiscal presentada por las 
autoridades legitimadas al efecto. Tal situación patentiza una subordinación 
procesal que conduce a concluir que la revisión adhesiva no es un medio de 
impugnación de un punto resolutivo del fallo que pueda traer como consecuencia 
la revocación de éste, porque no constituye propiamente un recurso, sino un 
medio que garantiza a quien obtuvo una sentencia favorable, sólo la posibilidad de 
reforzar la parte considerativa de la determinación que lo benefició y que es 
impugnada a través de la revisión principal. En este orden de ideas, si ésta resultó 
procedente ante lo fundado de los agravios, la litis en la revisión adhesiva debe 
constreñirse al punto analizado en aquélla, puesto que el interés de la parte que se 
adhiere surge al momento en que la consideración que le favorecía queda 
insubsistente y se sustituye por otra que le es desfavorable, ya que, por regla 
general, el estudio de los agravios de fondo de la revisión adhesiva sólo procede 
cuando prosperan los de la principal. Por tanto, son inoperantes aquéllos cuando 
no tienen como finalidad reforzar el pronunciamiento de la Sala Fiscal que le 
favoreció al demandante al no haber sido materia de la sentencia recurrida ni de la 
revisión fiscal los temas que en ellos se propone analizar. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
 
 

Revisión fiscal 23/2012. Administradora Local Jurídica de Puebla Norte del 
Servicio de Administración Tributaria y otras. 31 de mayo de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Juan Carlos Carrillo Quintero. 
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AGUA POTABLE. COMO DERECHO HUMANO, LA PREFERENCIA DE SU USO 
DOMÉSTICO Y PÚBLICO URBANO ES UNA CUESTIÓN DE SEGURIDAD NACIONAL. 
 
 
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, la 
Organización Mundial de la Salud, la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 11), 
reconocen el derecho al agua, así como que los Estados participantes quedaron 
vinculados a garantizar que los habitantes de su jurisdicción tengan acceso al agua 
potable, de modo que esté a disposición de todos, sin discriminación y 
económicamente accesible; en tanto que del artículo 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el derecho al agua potable es 
fundamental e indispensable para la realización, goce y disfrute de los demás 
derechos humanos, cuya preservación en cantidad, calidad y sustentabilidad es 
tarea fundamental tanto del Estado como de la sociedad, por cuanto a que tal 
derecho está basado en las premisas de un acceso al bienestar de toda la 
población, sustentado por los principios de igualdad y no discriminación, 
independientemente de las circunstancias sociales, de género, políticas, 
económicas o culturales propias de la comunidad en la que se opera. En este 
sentido, conforme a los principios que sustentan la política hídrica nacional y con 
base en las fracciones I y XXII del artículo 14 Bis 5 de la Ley de Aguas Nacionales, el 
Estado garantizará que el derecho al agua sea seguro, aceptable, accesible y 
asequible tanto para uso personal como doméstico, erigiéndose como un beneficio 
colectivo que debe basarse en criterios de solidaridad, cooperación mutua, equidad 
y en condiciones dignas, por lo que se ha proclamado de prioridad y de seguridad 
nacional la preferencia del uso doméstico y público urbano en relación con 
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cualesquier otro uso, razones que excluyen la posibilidad de que pueda ser 
concebido atendiendo a intereses particulares o de grupos minoritarios, pues de 
ser así, imperaría un régimen de aprovechamiento del agua sin visión humana y 
social, con lo cual se atentaría contra la dignidad humana. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 740/2011. Petronilo Pantoja Espinoza. 1 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan García Orozco. Secretario: Víctor Ruiz 
Contreras. 
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AMPARO ADHESIVO. AUN CUANDO NO SE HAN EXPEDIDO LAS REFORMAS A LA 
LEY DE LA MATERIA QUE DETERMINEN LA FORMA Y TÉRMINOS EN QUE DEBERÁ 
PROMOVERSE Y TRAMITARSE EL JUICIO RELATIVO, ES APLICABLE POR ANALOGÍA 
Y, EN LO CONDUCENTE, LA LEY DE AMPARO VIGENTE, SIEMPRE QUE NO SE 
OPONGA AL NUEVO MARCO CONSTITUCIONAL. 
 
 
El amparo adhesivo se incorporó como una figura novedosa en la reforma 
constitucional de seis de junio de dos mil once, en el artículo 107, fracción III, inciso 
a), párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
establecerse que la parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga 
interés jurídico en que subsista el acto reclamado, podrá presentar amparo en 
forma adhesiva al que promueva cualquiera de las partes que intervinieron en el 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)


 
juicio del que emana el acto reclamado. Tiene como finalidad la expeditez, 
prontitud y completitud del juicio de amparo directo, pues su promoción tiene 
como objeto mejorar las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o 
resolución que pone fin al juicio, imponiendo al interesado la carga de invocar, en 
su caso, las violaciones procesales que, cometidas en el procedimiento de origen, 
estime que puedan violar sus derechos; de modo que, en un solo juicio queden 
resueltas las violaciones procesales que puedan aducirse respecto de la totalidad 
de un proceso. Ahora bien, esa reforma estableció que la ley determinaría la forma 
y términos en que deberá promoverse y tramitarse dicha figura, refiriéndose a la 
ley secundaria que reglamenta el juicio de garantías. Sin embargo, el Congreso de 
la Unión, no lo ha hecho; no obstante, la ausencia de ese ordenamiento no impide 
que pueda ser promovido por la parte interesada en que subsista el acto reclamado 
al estar instituido en la Carta Magna, pues desatender la norma constitucional 
reformada implicaría inobservar los artículos 133 y 136 constitucionales, cuyo 
espíritu del Constituyente originario se orientó en la prevalencia de los principios 
de supremacía e inviolabilidad de la Ley Suprema. Además, todos los órganos 
jurisdiccionales deben optar por la interpretación conforme a la Constitución 
Federal, cuando los preceptos legales puedan admitir dos o más interpretaciones 
diferentes y opuestas y atender el principio pro homine, que implica que la 
interpretación jurídica siempre debe buscar el mayor beneficio para el hombre, es 
decir, que debe acudirse a la norma más amplia o a la interpretación extensiva 
cuando se trata de derechos protegidos y, por el contrario, a la norma o a la 
interpretación más restringida, cuando se trata de establecer límites a su ejercicio. 
Por tanto, en congruencia con tales principios, se estima que para resolver lo 
relativo a la forma y términos de la tramitación del amparo adhesivo, será aplicable 
por analogía y, en lo conducente, la Ley de Amparo vigente, siempre que no se 
oponga al nuevo marco constitucional, pues no puede considerarse que el ejercicio 
de ese derecho deba postergarse o sujetarse a la condición suspensiva de que se 
emita la disposición legal que establezca la forma y términos en que deberá 
promoverse y tramitarse el amparo adhesivo, porque ante la vigencia de la 
disposición constitucional relativa, la protección del derecho garantizado es 
inmediata. Luego entonces, se concluye que el término para promover la demanda 
relativa es de quince días, porque ése es el plazo establecido en la Ley de Amparo 
en vigor. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO 
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Amparo directo 902/2011. Leonardo Hernández Covarrubias. 14 de marzo de 

2012. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Pedro Navarro Zárate. Secretario: Juan 
Pablo Ramírez Huerta. 
Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que la diversa I.9o.C.1 K (10a.), de 
rubro: "JUICIO DE AMPARO ADHESIVO. DEBE ADMITIRSE Y TRAMITARSE CON 
INDEPENDENCIA DE QUE NO EXISTA LA LEY SECUNDARIA QUE DETERMINE LA 
FORMA, TÉRMINOS Y REQUISITOS EN QUE DEBA PROMOVERSE, EN ATENCIÓN AL 
PRINCIPIO DEL DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL.", que es objeto de la 
denuncia relativa a la contradicción de tesis 318/2012, pendiente de resolverse por 
la Primera Sala. 
La tesis I.9o.C.1 K (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 2, mayo de 2012, página 
1940. 
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AMPARO ADHESIVO. PLAZO DE PRESENTACIÓN ANTE LA FALTA DE LEY 
REGLAMENTARIA. 
 
 
El artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su 
fracción III, inciso a), párrafo segundo, establece: "La parte que haya obtenido 
sentencia favorable y la que tenga interés jurídico en que subsista el acto 
reclamado, podrá presentar amparo en forma adhesiva al que promueva 
cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio del que emana el acto 
reclamado. La ley determinará la forma y términos en que deberá promoverse.". 
Ahora bien, en la actualidad no se ha expedido la ley reglamentaria 
correspondiente; empero, ante la vigencia de la disposición constitucional relativa, 
la protección del derecho garantizado es inmediata. Esta situación, torna necesario 
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aplicar de manera analógica las disposiciones que regulan el juicio de amparo 
directo (principal), claro está, con las particularidades funcionales necesarias. Así, 
por lo que se refiere al plazo de presentación del amparo adhesivo, debe seguirse 
la regla establecida en el artículo 21 de la Ley de Amparo, esto es, será de quince 
días y, en relación con su cómputo, debe atenderse a lo establecido por el último 
párrafo del artículo 83 de ese ordenamiento legal y la jurisprudencia 1a./J. 
38/2002, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
que lo interpreta, de rubro: "REVISIÓN ADHESIVA. EL PLAZO PARA PROMOVERLA 
DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SURTA EFECTOS LA 
NOTIFICACIÓN DEL AUTO ADMISORIO DEL RECURSO DE REVISIÓN.", por lo que 
dicho plazo se contará desde el día siguiente al en que haya surtido efectos la 
notificación a la contraparte del quejoso, del auto por el que se admitió a trámite el 
amparo principal. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 123/2012. Servicios Automotrices Uribe, S.A. 29 de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. 
Secretario: Karlo Iván González Camacho. 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 38/2002 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, agosto 
de 2002, página 137. 
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AMPARO ADHESIVO. SU CARACTERIZACIÓN A PARTIR DE LA EXPOSICIÓN DE 
MOTIVOS DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL Y SU UTILIDAD COMO SISTEMA DE 
DEPURACIÓN PROCESAL. 
 
 
De la exposición de motivos de la reforma al artículo 107 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en su fracción III, inciso a), párrafo segundo, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis de junio de dos mil once, se 
advierte que la intención del Constituyente Permanente al crear el amparo 
adhesivo, fue dar celeridad a las resoluciones jurisdiccionales emitidas en amparo y 
otorgar a la parte que haya obtenido sentencia favorable y a la que tenga interés 
en que subsista el acto, la posibilidad de promover amparo con el objeto de 
mejorar las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone 
fin al juicio que determinaron el resolutivo favorable a sus intereses. Esta situación 
impone al quejoso adherente la carga de invocar en su demanda, todas las 
violaciones procesales que, cometidas en el procedimiento de origen estime, 
puedan violar sus derechos, con el objeto de lograr que en un solo juicio queden 
resueltas las violaciones procesales que puedan aducirse respecto de la totalidad 
de un proceso y no a través de diversos amparos. Se trata de una grave carga 
procesal impuesta a la parte vencedora, quien debe promover el amparo adhesivo 
para preservar su derecho a impugnar las violaciones procesales que trascendieron 
o pudieran trascender en el resultado del asunto, pues la falta de promoción del 
amparo adhesivo hará que precluya su derecho para hacerlas valer 
posteriormente. En correlación a este derecho-obligación de la parte quejosa, se 
impuso a los Tribunales Colegiados la obligación de decidir integralmente la 
problemática del amparo, aspecto que incluye de manera destacada la 
determinación de las violaciones procesales que adviertan en suplencia de la 
deficiencia de la queja, en los supuestos previstos por el artículo 76 Bis de la Ley de 
Amparo. Así, el amparo adhesivo se erige como un sistema de depuración procesal, 
que concentra el análisis de todas las violaciones procesales en un solo fallo que 
allana el camino a un pronunciamiento posterior que en la medida de lo posible 
únicamente atenderá a cuestiones sustantivas, con lo que se logra una justicia 
completa y expedita. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO 
 
 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(2)
javascript:AbrirModal(2)


 
Amparo directo 123/2012. Servicios Automotrices Uribe, S.A. 29 de marzo de 

2012. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. 
Secretario: Karlo Iván González Camacho. 
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AMPARO CONTRA LEYES PROMOVIDO CON MOTIVO DE SU APLICACIÓN FUTURA 
INMINENTE. EL JUZGADOR DEBE NOTIFICAR PERSONALMENTE AL QUEJOSO LA 
EXISTENCIA DEL ACTO DE APLICACIÓN CUANDO ADVIERTA SU MATERIALIZACIÓN 
DENTRO DEL JUICIO, A EFECTO DE QUE ÉSTE TENGA LA OPORTUNIDAD DE 
AMPLIAR SU DEMANDA. 
 
 
Del análisis de los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, así como de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en relación con estos últimos dispositivos y de los criterios emitidos por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto del amparo contra leyes 
promovido con motivo de su aplicación futura inminente, se colige que en ese tipo 
de asuntos el juzgador federal debe admitir la demanda, tramitar el juicio 
constitucional y, cuando advierta que el acto de aplicación se concreta 
materialmente durante el procedimiento, debe notificar personalmente su 
existencia al quejoso -siempre que éste no lo haya conocido con anterioridad-, 
haciéndole las prevenciones y apercibimientos relativos, a efecto de brindarle la 
oportunidad de ampliar su demanda para incorporarlo a la litis constitucional 
impugnando la ley. Lo anterior obedece a las razones siguientes: 1) Como el juicio 
de amparo procede contra el primer acto de aplicación de una ley, no existe motivo 
o razón suficiente para que, en los casos en que éste se materialice durante el 
juicio, el quejoso deba reclamarlo en uno nuevo, pues al respecto, el Pleno del Alto 
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Tribunal ha reconocido, en su jurisprudencia, que aquél tiene expedito el derecho 
de ampliar su demanda ante la aparición de hechos, actos o autoridades 
desconocidas al momento de su interposición, sobre todo cuando la oportunidad 
para instaurar un nuevo amparo puede encontrarse agotada, al haber transcurrido 
el plazo legalmente establecido para ello, de manera que la única posibilidad viable 
para el análisis de los planteamientos tendentes a impugnar el acto surgido dentro 
del procedimiento de amparo y la ley en que se sustenta, sea precisamente la 
ampliación de la demanda, lo que es congruente con el principio de celeridad en la 
impartición de justicia; 2) Cuando el acto aplicativo -señalado en la demanda como 
futuro inminente- se concreta durante la sustanciación del amparo en un lapso 
significativamente breve, permite al juzgador advertir que al instaurarse el juicio 
existe una controversia disputable -no aparente ni hipotética- es decir, susceptible 
de ser planteada ante el órgano jurisdiccional; y 3) El derecho fundamental de 
acceso a la jurisdicción en su modalidad de protección judicial de derechos 
humanos, ha sido interpretado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
en el sentido de que su observancia no se agota con la posibilidad recursiva formal, 
sino que requiere que se brinde la posibilidad real -de manera sencilla y rápida- de 
alcanzar, en su caso, la protección judicial requerida, es decir, el recurso en 
cuestión debe ser idóneo para combatir la violación, eficaz ante la autoridad 
competente, e incluso, en su estructura, no deben imponerse al justiciable trabas 
injustificadas que dificulten su utilización. 
 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 688/2011. Consultoría Integral de Manufactura 
Administración y Seguridad Industrial, S.A. de C.V. 12 de abril de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo 
Alejo Guerrero. 

Amparo en revisión 658/2011. Sociedad de Ingenieros y Técnicos en 
Seguridad de Nuevo León, A.C. 12 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo Guerrero. 
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AMPARO DIRECTO ADHESIVO. EL HECHO DE QUE EL LEGISLADOR ORDINARIO 
AÚN NO EXPIDA LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, NO CONSTITUYE UN 
OBSTÁCULO PARA SU PROCEDENCIA. 
 
 
Si se considera que, al incorporarse al texto constitucional la figura del amparo 
directo adhesivo en el artículo 107, fracción III, inciso a), párrafo segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estableció una 
prerrogativa a favor de la parte que haya obtenido sentencia favorable y de la que 
tenga interés jurídico en que subsista el acto reclamado, para solicitar amparo en 
forma adhesiva al promovido por alguna de las partes, resulta claro que la falta de 
actuación de un órgano del Estado que, por mandato constitucional, debió expedir 
las reformas legales correspondientes dentro de un lapso de 120 días posteriores a 
la publicación del decreto de reformas constitucionales publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, no constituye un obstáculo para la 
procedencia de aquella vía, ya que dicha prerrogativa no puede limitarse por la 
referida omisión; suponer lo contrario, implicaría aceptar que su ejercicio, 
reconocido con rango constitucional, pudiera quedar al arbitrio del legislador 
ordinario, quien tendría la posibilidad de hacer nugatorias las reformas a la 
Constitución, no obstante encontrarse subordinado a dicha norma suprema. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 

Reclamación 217/2012. Director General Jurídico y Consultivo de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de México. 4 de julio de 2012. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Lorena Goslinga Remírez y 
Raúl M. Mejía Garza. 
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AMPARO DIRECTO ADHESIVO. LA NORMA CONSTITUCIONAL QUE LO PREVÉ ES 
SUSCEPTIBLE DE APLICACIÓN DIRECTA DESDE EL 4 DE OCTUBRE DE 2011, NO 
OBSTANTE QUE AÚN NO SE EXPIDA LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA. 
 
 
El artículo 107, fracción III, inciso a), párrafo segundo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, que prevé el amparo directo adhesivo, es 
susceptible de aplicación directa por los tribunales colegiados de circuito, no 
obstante que el Poder Legislativo Federal no haya expedido la nueva ley 
reglamentaria respectiva, pues conforme al artículo primero transitorio del decreto 
de reformas constitucionales que crea aquella figura, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 6 de junio de 2011, entró en vigor a los 120 días de su 
publicación, esto es, el 4 de octubre siguiente, y aunque su artículosegundo 
transitorio señala expresamente que en ese lapso el Congreso de la Unión 
expediría las reformas legales correspondientes, ello no significa que la entrada en 
vigor de las reformas constitucionales de mérito quedara supeditada a la 
expedición de dicha legislación secundaria. Aún más, la omisión legislativa no 
puede válidamente servir de excusa para privar de una vía a las partes a favor de 
las cuales se instituyó, pues las normas constitucionales aún no concretizadas por 
el legislador deben ser susceptibles de aplicación directa por cualquier autoridad, 
incluyendo a los juzgadores constitucionales, en la medida en que es a ellos a 
quienes corresponde velar por el respeto y plena vigencia de la Constitución; 
además de que aun cuando pudiera considerarse que una norma constitucional no 
puede ser invocada directamente si su texto requiere regulación posterior, ello no 
es una razón válida para inaplicar la Ley Fundamental y considerar inexigibles los 
derechos o prerrogativas que establece. 
 
 
PRIMERA SALA 
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Reclamación 217/2012. Director General Jurídico y Consultivo de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de México. 4 de julio de 2012. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Lorena Goslinga Remírez y 
Raúl M. Mejía Garza. 
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AMPARO DIRECTO ADHESIVO. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
PUEDEN APLICAR, EN ESTA VÍA, LAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE AMPARO Y DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
 

El hecho de que el artículo 107, fracción III, inciso a), párrafo segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, señale 
que la ley determinará la forma y términos en que deberán promoverse los 
amparos directos adhesivos, y que aún no se hayan expedido las disposiciones 
legales relativas, no constituye un obstáculo para la procedencia de dicha vía; de 
ahí que, en tanto el Congreso de la Unión no cumpla con el mandato constitucional 
de expedir tales normas, los tribunales colegiados de circuito pueden aplicar, en lo 
conducente, las disposiciones de la Ley de Amparo en vigor y del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a ésta, interpretándolas a la luz del 
texto constitucional reformado. 
 

PRIMERA SALA 
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Reclamación 217/2012. Director General Jurídico y Consultivo de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de México. 4 de julio de 2012. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Lorena Goslinga Remírez y 
Raúl M. Mejía Garza. 
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APROVECHAMIENTOS. EL ARTÍCULO 300, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL, AL NO PREVER UNA EXENCIÓN, SINO UNA REGLA 
DE CÁLCULO PARA SU PAGO RESPECTO DE LOS METROS CUADRADOS DE 
CONSTRUCCIÓN DESTINADOS A ESTACIONAMIENTOS, NO CONTRAVIENE EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 

El artículo 300 del Código Fiscal del Distrito Federal dispone que las personas físicas 
y morales que realicen construcciones en términos del artículo 51 del Reglamento 
de Construcciones para la citada entidad, deberán cubrir el pago por concepto de 
aprovechamientos, estableciendo en su segundo párrafo que para llevar a cabo el 
cálculo de éstos no se considerarán los metros cuadrados destinados a 
estacionamientos. Por tanto, esta última porción normativa no contraviene el 
principio de equidad tributaria, pues no prevé una exención, sino una regla de 
cálculo para el pago de la citada contribución respecto de los metros cuadrados de 
construcción destinados a estacionamientos, aplicable a todo tipo de 
contribuyentes, es decir, únicamente señala lo que debe considerar el interesado 
para llevar a cabo la cuantificación del pago respectivo, quien puede cubrir una 
mayor o menor cantidad en numerario, dependiendo de los metros destinados a 
estacionamientos. 
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SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 51/2012. Subprocuradora de lo Contencioso de la 
Procuraduría Fiscal del Distrito Federal, en representación del Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal. 11 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Imelda Guadalupe García Sánchez. 
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AUTORIZADO EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CARECE 
DE FACULTADES PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO DIRECTO (MODIFICACIÓN 
DE LA JURISPRUDENCIA 2A./J. 199/2004). 
 
 
El artículo 5o., último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, permite que el actor en el juicio contencioso o su representante 
legal, autorice por escrito a un licenciado en derecho para que a su nombre reciba 
notificaciones, quien podrá elaborar promociones de trámite, rendir pruebas, 
presentar alegatos e interponer recursos. Por su parte, el artículo 13 de la Ley de 
Amparo señala que cuando alguno de los interesados tenga reconocida su 
personalidad ante la autoridad responsable, ésta será admitida en el juicio 
constitucional para todos los efectos legales, siempre que se compruebe tal 
circunstancia con las constancias respectivas. Ahora, de esta última disposición no 
deriva que el autorizado para oír notificaciones tenga atribuciones para promover 
juicio de amparo directo en representación de su autorizante, ya que conforme a 
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la fracción I del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 6 de junio de 2011, el juicio de amparo se seguirá siempre a instancia 
de parte agraviada y tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales 
judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso debe aducir ser titular de un 
derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa; todo lo cual significa 
que únicamente el directamente afectado con alguna determinación jurisdiccional 
puede demandar la protección de la Justicia Federal, principio que la legislación 
reglamentaria de dicho precepto constitucional señala al disponer en su artículo 
4o., que el juicio de amparo sólo podrá seguirlo el agraviado, su representante 
legal o su defensor, personas estas últimas que en todo caso podrían ser 
reconocidas en términos del citado artículo 13 para efectos de la promoción del 
juicio de amparo directo, pero no los autorizados para oír notificaciones, cuya 
participación se limita a la defensa del actor exclusivamente en la jurisdicción 
ordinaria. 
 
 
SEGUNDA SALA 
 
 

Solicitud de modificación de jurisprudencia 5/2012. Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, 
Zacatecas, en auxilio del Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 
Trabajo del Décimo Primer Circuito. 16 de mayo de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda. 

Tesis de jurisprudencia 90/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de agosto de 2012. 
Nota: La presente tesis deriva de la resolución dictada en la solicitud de 
modificación de jurisprudencia relativa al expediente 5/2012, en la cual la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos 
de los señores Ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita Beatriz Luna 
Ramos (ponente), Luis María Aguilar Morales y presidente Sergio A. Valls 
Hernández, determinó modificar el criterio contenido en la tesis 2a./J. 199/2004, de 
rubro: "AUTORIZADO EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
ESTÁ FACULTADO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO.", derivado de la 
contradicción de tesis 118/2004-SS, y que aparece publicado en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, enero de 2005, 
página 506. 
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AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 27, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE 
AMPARO. TIENE FACULTADES PARA DESAHOGAR PREVENCIONES EN NOMBRE 
DEL QUEJOSO, AUN DE CARÁCTER PERSONAL, CUANDO ES AUTORIZADO, A SU 
VEZ, EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL DE DONDE DERIVA 
EL ACTO RECLAMADO. 
 

Conforme al artículo 27, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, el quejoso puede 
autorizar a cualquier persona con capacidad legal para oír notificaciones en su 
nombre, quien podrá interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir 
pruebas, alegar en las audiencias, solicitar la suspensión o su diferimiento, pedir la 
emisión de sentencia para evitar la caducidad o sobreseimiento por inactividad 
procesal y realizar los actos necesarios para defender los derechos del autorizante, 
con la salvedad de que deberá encontrarse legalmente autorizada para ejercer la 
profesión de abogado, en el caso de las materias civil, mercantil o administrativa; 
sin embargo, tal disposición no faculta al autorizado a realizar cualquier acto en 
nombre del quejoso, ya que su actuación depende de las reglas del juicio de 
garantías, como es el requisito personalísimo en la demanda de manifestar bajo 
protesta de decir verdad los hechos y abstenciones que constituyen antecedentes 
del acto reclamado, previsto en el artículo 116, fracción IV, de la ley de la materia. 
Ahora bien, atento a que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 
que en los juicios contenciosos administrativos el autorizado en términos del 
artículo 5o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo está 
facultado para realizar cualquier acto procesal necesario para la adecuada defensa 
de los derechos del autorizante, siendo enunciativa y no limitativa la lista de sus 
atribuciones contenida en tal precepto, constituyéndose en su representante 
judicial, se sigue que también está facultado para promover el juicio de garantías 
en su representación, bastando con que acredite que su carácter de autorizado le 
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fue reconocido en dicho procedimiento por la autoridad responsable, para que tal 
personalidad le sea admitida acorde con el artículo 13 de la Ley de Amparo. 
Consecuentemente, el autorizado en términos del precepto inicialmente citado 
tiene facultades para desahogar prevenciones en nombre del quejoso, aun de 
carácter personal, cuando es autorizado, a su vez, en el juicio contencioso 
administrativo federal de donde deriva el acto reclamado, aun cuando ello se 
advierta de las constancias anexas al expediente de amparo o, incluso, al recurso 
de revisión, porque entre las atribuciones que le confiere ese mandato en el juicio 
natural está la de promover el amparo en representación de su autorizante. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 

Amparo en revisión (improcedencia) 400/2011. Ángela Déciga Aguilar. 27 de 
abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. 
Secretaria: Ana Elena Ruedas Ydrac. 
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CONTROL CONCENTRADO Y CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN. SUS 
DIFERENCIAS Y FINALIDAD DENTRO DEL PROCESO ORDINARIO. 
 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la tesis P. LXX/2011 (9a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, página 557, de rubro: "SISTEMA DE CONTROL 
CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO.", que actualmente existen 
dos grandes vertientes dentro del modelo de control constitucional en el orden 
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jurídico mexicano que son acordes con el modelo de control de convencionalidad 
ex officio en materia de derechos humanos. 1. El control concentrado en los 
órganos del Poder Judicial de la Federación con vías directas de control y, 2. El del 
resto de los Jueces del país en vía de desaplicación al resolver los procesos 
ordinarios en los que son competentes (difuso). Ambos determinan el alcance y 
forma de conducción de los juzgadores en el ejercicio de dichos controles 
constitucionales, pues al ser de naturaleza diversa las vías para materializarse, 
también lo serán sus principios y efectos. Así, tratándose del control concentrado 
que reside en los órganos del Poder Judicial de la Federación con las vías directas 
de control -acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y 
amparo directo e indirecto-, la pretensión elevada ante sus juzgadores es 
eminentemente constitucional, pues la finalidad de dichos procedimientos estriba 
en dilucidar si conforme al planteamiento jurídico que le es propuesto, la actuación 
de una autoridad o el contenido de un precepto se ajusta o no con las disposiciones 
que consagra la Carta Magna, en aras de la preservación del principio de 
supremacía constitucional. En cambio, el control que ejercen el resto de los Jueces 
del país, en los procesos ordinarios se constriñe a dilucidar el conflicto con base en 
los hechos, argumentaciones, pruebas y alegatos de las partes, dando 
cumplimiento a las garantías de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la 
impartición de justicia. Es ahí donde el juzgador ordinario, al aplicar la norma, 
realiza el contraste entre la disposición regulatoria y los derechos humanos que 
reconoce el orden jurídico nacional, por lo cual dicha reflexión no forma parte de la 
disputa entre las partes contendientes, sino que surge y obedece a la obligación 
que impone el control de constitucionalidad y de convencionalidad que consagra el 
artículo 1o. de la Carta Magna. Esto es así, porque los mandatos contenidos en el 
citado artículo deben entenderse en armonía con el diverso 133 constitucional para 
determinar el marco dentro del que debe realizarse dicho cometido, el cual resulta 
esencialmente diferente al control concentrado que tradicionalmente operó en 
nuestro sistema jurídico, y explica que en las vías indirectas de control, la 
pretensión o litis no puede consistir en aspectos de constitucionalidad, pues ello 
sería tanto como equiparar los procedimientos ordinarios que buscan impartir 
justicia entre los contendientes, a los diversos que fueron creados por el Poder 
Constituyente y el Poder Revisor de la Constitución con el propósito fundamental 
de resguardar el citado principio de supremacía constitucional. 
 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
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Revisión fiscal 197/2012. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la 

Secretaría de la Función Pública, encargado de la defensa jurídica, en 
representación del Secretario de la Función Pública y del Titular del Área de 
Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la Secretaría de Salud. 11 de 
julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Irma Gómez Rodríguez. 
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CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD. LOS 
JUZGADORES, AL EJERCERLO, NO ESTÁN OBLIGADOS A CONTESTAR LOS 
CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN QUE AL RESPECTO FORMULEN LAS PARTES EN 
LOS PROCEDIMIENTOS ORDINARIOS RESPECTIVOS, DIRIGIDOS A CONTROVERTIR 
LA CONFORMIDAD DE UNA NORMA CON LOS DERECHOS HUMANOS 
RECONOCIDOS POR LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES. 
 

De la tesis P. LXX/2011 (9a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, página 557, de 
rubro: "SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO 
MEXICANO.", se advierte que el control de la constitucionalidad no es unitario, 
pues en nuestro sistema coexisten tanto el control concentrado como el control 
difuso de la Constitución, estableciéndose el primero para las vías directas de 
control -acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo 
directo e indirecto-, y el segundo se reserva para los Jueces en forma de 
desaplicación durante los procesos ordinarios en los que son competentes. Lo 
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anterior determina el alcance y la forma de conducción de los juzgados en el 
ejercicio de dichos controles constitucionales, pues al ser de naturaleza diversa las 
vías para materializarse, también lo serán sus principios y efectos. Así, en 
tratándose del control difuso, el juzgador no realiza el estudio conducente por el 
hecho de que forme parte del problema jurídico que le presentan las partes en 
observancia a los principios de exhaustividad y congruencia que deben regir toda 
resolución jurisdiccional, sino que, la inaplicación de una disposición legislativa por 
parte de los Jueces deriva del contraste entre ésta y los derechos fundamentales, 
considerando siempre la afectación que produciría la norma en el caso particular 
sometido a su decisión, ya que al resolver están obligados a atender las normas 
inferiores, dando preferencia a los contenidos de la Constitución y los tratados 
internacionales en la materia de derechos humanos, de conformidad con el 
artículo 1o. de la Carta Magna. En ese sentido, si las partes en los procedimientos 
ordinarios respectivos formulan conceptos de impugnación dirigidos a controvertir 
la conformidad de una norma con los derechos humanos reconocidos por los 
citados ordenamientos fundamentales, los juzgadores, al ejercer el control difuso 
de constitucionalidad y de convencionalidad, no están obligados a contestarlos 
para resolver el asunto, pues tal situación implicaría que esa vía se equipare al 
control concentrado que corresponde en exclusiva a los órganos del Poder Judicial 
de la Federación mediante las citadas vías directas de control, desvirtuándose el 
modelo principal de control concentrado establecido constitucionalmente en los 
artículos 103 y 107; por tanto, el silencio del juzgador respecto a sus defensas 
únicamente será indicativo de que consideró que la norma cuestionada se ajusta a 
los derechos humanos que reconocen la Constitución Federal y los tratados 
internacionales de los que México sea parte, sin perjuicio de que dichas 
argumentaciones sean atendidas, vía conceptos de violación, cuando se promueva 
el juicio de amparo contra el fallo definitivo. 
 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 197/2012. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la 
Secretaría de la Función Pública, encargado de la defensa jurídica, en 
representación del Secretario de la Función Pública y del Titular del Área de 
Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la Secretaría de Salud. 11 de 
julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Irma Gómez Rodríguez. 
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CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN. PARA QUE LOS JUECES LO EJERZAN, ES 
INNECESARIO QUE LAS PARTES FORMULEN AGRAVIOS EN LOS QUE PLANTEEN 
UNA CONTROVERSIA SOBRE DERECHOS FUNDAMENTALES. 
 

Acorde con la reforma constitucional de diez de junio de dos mil once, todas las 
autoridades del Estado Mexicano deben interpretar el orden jurídico a la luz y 
conforme a los derechos humanos establecidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que aquél sea 
parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. De ahí 
que para el ejercicio del control difuso de la Constitución sea intrascendente 
establecer si la litis elevada a los órganos jurisdiccionales comprende la 
conformidad de una norma con los derechos humanos contenidos en la Norma 
Suprema y/o en tratados internacionales de los que México sea parte, pues en 
estos casos el juzgador no realiza el estudio conducente por el hecho de que forme 
parte del problema jurídico que le presentan las partes en observancia a los 
principios de exhaustividad y congruencia que deben regir toda resolución 
jurisdiccional, sino que la inaplicación de una disposición jurídica por parte de los 
Jueces del país deriva del contraste que deben realizar entre ésta y los derechos 
fundamentales, considerando siempre la afectación que produciría la norma en el 
caso particular sometido a su decisión, ya que están obligados a dejar de lado 
aquellos ordenamientos inferiores cuando desconozcan el contenido de la 
Constitución y de los tratados internacionales en materia de derechos humanos. 
Estimar lo contrario, esto es, que sea necesaria la existencia de agravios en los que 
planteen una controversia sobre derechos fundamentales para que los Jueces 
nacionales puedan ejercer tal control difuso, implicaría no sólo que esa vía se 
equipare al control concentrado que corresponde en exclusiva a los órganos del 
Poder Judicial de la Federación mediante las vías directas -acciones de 
inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo directo e indirecto-, 
sería inaceptable, en tanto se desconocería el esquema de protección 



 
constitucional que rige al orden nacional, incorporándose al conflicto seguido entre 
las partes un aspecto que no les atañe ni fue motivo de su diferendo judicial. 
 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 197/2012. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la 
Secretaría de la Función Pública, encargado de la defensa jurídica, en 
representación del Secretario de la Función Pública y del titular del Área de 
Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la Secretaría de Salud. 11 de 
julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Irma Gómez Rodríguez. 
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DELITO CONTRA EL DESARROLLO URBANO. PARA SU TIPIFICACIÓN REQUIERE QUE 
EL ACTIVO TENGA LA CALIDAD ESPECÍFICA DE PROPIETARIO (INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO 253, PÁRRAFOS PRIMERO Y TERCERO, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 
ESTADO DE JALISCO). 
 

El citado precepto prevé un tipo penal que requiere que el sujeto activo tenga la 
calidad específica de propietario, al señalar en el párrafo primero, que tal conducta 
tiene lugar precisamente en un inmueble de éste, la cual se agravará de acuerdo al 
párrafo tercero, cuando recaiga en bienes inmuebles de naturaleza ejidal. De ahí 
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que la sentencia dictada por la comisión del mencionado ilícito, atribuida a un 
particular que no reúne esa condición de propietario, resulta violatoria del 
principio de exacta aplicación de la ley en materia penal, contenido en el 
artículo 14 de la Constitución Federal, pues conforme a los artículos 9o. y 33 de la 
Ley Agraria, corresponde la propiedad de esas tierras en el caso a examen, a los 
núcleos de población ejidal o ejidos a través de sus representantes. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO 
 

Amparo directo 437/2011. 17 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: María de los Ángeles Estrada Sedano, secretaria de tribunal autorizada en 
términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretario: Omar 
Humberto Romero Romero. 
 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1695  

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. SI DE SU LECTURA NO SE ADVIERTE LA 
OMISIÓN DE ALGUNO DE LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 116 DE LA 
LEY DE LA MATERIA Y NO EXISTE MOTIVO PARA DESECHARLA DEBE ADMITIRSE, 
SIN PERJUICIO DE QUE CON POSTERIORIDAD EL JUEZ DE DISTRITO INDAGUE 
SOBRE LA EXISTENCIA DE ALGUNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA. 
 

El artículo 116 de la Ley de Amparo establece los requisitos que debe contener una 
demanda de amparo indirecto, los cuales tienen como propósito que el Juez de 
Distrito pueda pedir los informes justificados a las autoridades responsables, 
emplazar al tercero perjudicado, dar intervención al agente del Ministerio Público e 
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integrar, en su caso, los cuadernos relativos al incidente de suspensión, además de 
proporcionar a las partes todos los elementos necesarios para preparar su defensa. 
La omisión de alguno de ellos conduce a la prevención regulada por el 
numeral 146 de la referida ley, siempre que se encuentre en alguna de las hipótesis 
que limitativamente prevé dicho artículo. En esas condiciones, aun cuando el Juez 
tiene la facultad de indagar la existencia de causas de improcedencia del juicio de 
amparo, no resulta adecuado ejercerla antes de admitir la demanda; por lo que si 
de la lectura del ocurso inicial no se advierten omisiones a los requisitos previstos 
en el primer numeral invocado o alguna irregularidad en la demanda que amerite 
prevenir al quejoso en términos del diverso 146 de la ley de la materia, y no existe 
motivo para desecharla conforme al numeral 145 del citado ordenamiento, debe 
admitirla; sin perjuicio de que si con posterioridad estima posible la actualización 
de algún motivo de improcedencia, pueda desplegar la citada facultad indagatoria 
en el transcurso del procedimiento, en el dictado de la sentencia o incluso, al 
resolverse el recurso de revisión. Aceptar lo contrario, implicaría someter al 
quejoso a una serie de cuestionamientos que retrasarían el juicio, dado que 
pueden ser múltiples y variadas las causas de improcedencia que pudieran 
actualizarse respecto de un acto concreto, con lo que se vulneraría el derecho a la 
tutela judicial efectiva, contenida en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Es menester precisar que conforme al artículo 1o. 
constitucional, vigente a partir del 11 de junio de 2011, el Poder Judicial ejerce un 
control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, lo cual 
implica que la interpretación de las normas secundarias se efectúe a la luz de tales 
derechos. Si se parte de ello, la interpretación anterior es congruente con el 
artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece el 
derecho de toda persona a un recurso sencillo, rápido y efectivo ante los Jueces o 
tribunales competentes. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
DECIMA REGION CON RESIDENCIA EN SALTILLO COAHUILA DE ZARAGOZA 
 

Amparo en revisión 61/2012. José Arnulfo Vargas Castellano. 8 de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Pedro Guillermo Siller González Pico. 
Secretaria: Leticia Razo Osejo. 
Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1750; se publica nuevamente con la 
modificación en el texto que el propio tribunal ordena. 
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DEMANDA DE AMPARO. LA INTERPRETACIÓN QUE SOBRE UN TEMA ESPECÍFICO 
HAYA REALIZADO LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O ALGÚN 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO ACTUALIZA LA CAUSA MANIFIESTA E 
INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 145 DE LA LEY DE LA 
MATERIA PARA DESECHARLA. 
 

La interpretación que sobre un tema específico haya realizado la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación o algún Tribunal Colegiado de Circuito no actualiza la causa 
manifiesta e indudable de improcedencia prevista en el artículo 145 de la Ley de 
Amparo para desechar la demanda, en razón de que los criterios de dichos órganos 
pueden interrumpirse o modificarse conforme a los artículos 194 y 197 de la 
referida ley, por lo que si el Juez de Distrito no lo considera así y desecha la 
demanda, debe revocarse esa resolución y, de no existir otra causa de 
improcedencia, admitirla a trámite. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO 
 

Amparo en revisión (improcedencia) 106/2012. Raquel Gutiérrez Nájera. 20 
de marzo de 2012. Mayoría de votos. Disidente y Ponente: Jorge Alfonso Álvarez 
Escoto. Encargado del engrose: Jaime C. Ramos Carreón. Secretario: Francisco 
Javier Elizarrarás Monroy. 
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DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL AUTO QUE LA TIENE 
POR CONTESTADA Y CONCEDE AL ACTOR EL DERECHO DE AMPLIARLA, DEBE 
NOTIFICARSE PERSONALMENTE (INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 67 DE 
LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). 
 

El artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al no 
prever que el auto que tiene por contestada la demanda y concede al actor el 
derecho de ampliarla se notifique personalmente, viola las garantías de defensa 
adecuada y debido proceso establecidas en el artículo 14 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, pues este derecho, consignado en el 
precepto 17 de la citada ley, constituye una formalidad esencial en el juicio 
contencioso administrativo que permite lograr una adecuada impartición de 
justicia, habida cuenta que la litis natural sobre la cual la Sala responsable debe 
pronunciarse, se integra con la demanda y la contestación, su ampliación y la 
contestación de ésta. Por tanto, el indicado proveído debe notificarse al particular 
de la forma señalada, por lo que si se hace sólo a través del boletín electrónico, se 
le deja en estado de indefensión al no proporcionársele los elementos necesarios 
para formular su ampliación de demanda. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO 
 

Amparo directo 224/2012. Semillas Hermanos Olvera, S.A. de C.V. 12 de abril 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Silverio Rodríguez Carrillo. Secretaria: 
Lisbet Catalina Soto Martínez. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia, en términos de lo previsto en el numeral 11, Capítulo Primero, Título 
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Cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de marzo de dos mil 
tres, relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación de las tesis que 
emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la verificación de la 
existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. 
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DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA Y GARANTÍA DE AUDIENCIA. LA 
POSIBILIDAD DE PRESENTAR UN ESCRITO CON ALEGATOS NO IMPLICA EL 
RESPETO A ESTOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
 

El acatamiento del derecho a una defensa adecuada y la garantía de audiencia en 
los procesos, requiere que se cumpla con las formalidades esenciales del 
procedimiento, entre las que se encuentra la posibilidad de alegar. Esta formalidad 
exige que las partes tengan la posibilidad de presentar pruebas y desvirtuar las de 
la contraria; de argumentar lo que a su derecho convenga con pleno conocimiento 
del expediente y la información que consta en el mismo, lo cual generalmente se 
satisface con la celebración de la audiencia de alegatos, cuya realización es 
necesaria e independiente de la presencia física de las partes, quienes cuentan con 
la posibilidad de no concurrir o renunciar al uso de la palabra y presentar sus 
alegatos por escrito. Por lo mismo, la sola posibilidad de presentar un escrito con 
alegatos como sustituto de la celebración de una audiencia no implica el respeto a 
la garantía de audiencia y al derecho a una defensa adecuada, ya que no garantiza 
que se cumpla con los requisitos materiales mínimos para que la posibilidad de 
alegar sea efectiva. 
 

PRIMERA SALA 
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Amparo directo en revisión 1928/2012. Directora General de Asuntos 

Jurídicos de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 29 de agosto de 2012. Mayoría 
de tres votos. Disidentes: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
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DERECHO FUNDAMENTAL A UNA REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA 
INDEMNIZACIÓN. CONCEPTO Y ALCANCE. 
 

El derecho a una reparación integral o justa indemnización es un derecho 
sustantivo cuya extensión debe tutelarse en favor de los gobernados, y no debe 
restringirse en forma innecesaria. Atendiendo a los criterios que ha emitido la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, el derecho a la reparación integral 
permite, en la medida de lo posible, anular todas las consecuencias del acto ilícito y 
restablecer la situación que debió haber existido con toda probabilidad, si el acto 
no se hubiera cometido, y de no ser esto posible, es procedente el pago de una 
indemnización justa como medida resarcitoria por los daños ocasionados, lo cual 
de ninguna manera debe implicar generar una ganancia a la víctima, sino otorgarle 
un resarcimiento adecuado. El derecho moderno de daños mira a la naturaleza y 
extensión del daño, a las víctimas y no a los victimarios. El daño causado es el que 
determina la indemnización. Su naturaleza y su monto dependen del daño 
ocasionado, de manera que las reparaciones no pueden implicar ni 
enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus sucesores. No se 
pretende que la responsabilidad sea excesiva, ya que debe subordinarse a 
requisitos cualitativos. Una indemnización será excesiva cuando exceda del monto 



 
suficiente para compensar a la víctima. Sin embargo, limitar la responsabilidad 
fijando un techo cuantitativo implica marginar las circunstancias concretas del 
caso, el valor real de la reparación o de la salud deteriorada. Una indemnización no 
es justa cuando se le limita con topes o tarifas, cuando en lugar de ser el juez quien 
la cuantifique con base en criterios de razonabilidad, es el legislador quien, 
arbitrariamente, fija montos indemnizatorios, al margen del caso y su realidad. Sólo 
el juez, que conoce las particularidades del caso, puede cuantificar la 
indemnización con justicia y equidad. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo directo en revisión 1068/2011. Gastón Ramiro Ortiz Martínez. 19 de 
octubre de 2011. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
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DERECHO HUMANO AL NOMBRE. EL ARTÍCULO 3.38, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, AL PROHIBIR IMPLÍCITAMENTE EL CAMBIO DE 
APELLIDOS DE UNA PERSONA PARA RECTIFICAR O CAMBIAR SU ACTA DE 
NACIMIENTO, ES INCONSTITUCIONAL. 
 

De la fracción II del citado precepto, se advierte que la modificación o rectificación 
del registro de nacimiento en aquellos casos en que se demuestre que la persona 
ha usado invariable y constantemente otro diverso en su vida social y jurídica, sólo 
se encuentra prevista para modificar o cambiar el nombre propio; lo cual lleva 



 
implícita la prohibición de modificar los apellidos en el acta de nacimiento 
respectiva. Ahora bien, si se toma en cuenta que el derecho humano al nombre 
implica la prerrogativa de modificar tanto el nombre propio como los apellidos, 
aspecto que puede estar regulado en la ley para evitar que conlleve un cambio en 
el estado civil o la filiación, implique un actuar de mala fe, se contraríe la moral o se 
busque defraudar a terceros, y que el supuesto previsto en dicho numeral consiste 
en la posibilidad de que una persona que haya utilizado en sus relaciones sociales, 
familiares o con el Estado un nombre diverso al asentado en su acta de nacimiento, 
pueda cambiarlo, es claro que la razón que inspira a una solicitud de modificación 
de nombre radica en adaptar la identificación jurídica del solicitante a la realidad 
social; de donde se sigue que con el cambio de apellido no existe una modificación 
a su estado civil ni a su filiación, pues variarlo no implica una mutación en la 
filiación cuando permanecen incólumes el resto de los datos que permiten 
establecerla, como sería el nombre de la madre, el padre, hijo o cónyuge; además, 
no puede considerarse que la solicitud correspondiente cause perjuicios a terceros, 
ya que los derechos y obligaciones generados con motivo de las relaciones jurídicas 
creadas entre dos o más personas no se modifican ni extinguen sino por alguna de 
las causas previstas en el propio ordenamiento civil, dentro de las cuales no se 
encuentra el cambio en los asientos de las actas del Registro Civil; de ahí que tales 
derechos y obligaciones continúen vigentes con todos sus efectos. Por tanto, el 
artículo 3.38, fracción II, del Código Civil del Estado de México, al prever la 
prohibición implícita de modificar los apellidos de una persona, carece de 
justificación constitucional, pues no constituye una medida necesaria, razonable o 
proporcional y, por ende, viola el derecho humano al nombre. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo directo en revisión 772/2012. Lidia Lizeth Rivera Moreno. 4 de julio 
de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Teresita del 
Niño Jesús Lúcia Segovia. 
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DERECHOS DE AUTOR. PROTEGEN TANTO DERECHOS PATRIMONIALES COMO 
MORALES. 
 

Los derechos de autor protegen la materia intangible, siendo ésta la idea creativa o 
artística y cuya naturaleza es la de derechos morales; y por otro lado, de carácter 
patrimonial derivado de su materialización, y en su caso, de su realización y/o 
reproducción objetiva, correspondiendo a obras literarias, musicales, pictóricas, 
cinematográficas, esculturales, arquitectónicas o cualquiera que por su esencia sea 
considerada artística. De tal suerte, corresponde al autor una dualidad de derechos 
en relación a su carácter subjetivo y otro atendiendo a la cuestión objetiva en la 
que se plasma su idea creativa de manera tangible; contando así, por un lado, con 
derechos patrimoniales, a través de los cuales puede obtener beneficios de 
naturaleza económica, como la cesión de derechos por su reproducción; a obtener 
regalías o por su venta como un bien material; así como derechos de naturaleza 
moral, tales como la integridad y paternidad de la obra y de oponerse a cualquier 
deformación, mutilación u otra modificación, o a cualquier atentado a la misma 
que cause perjuicio a su honor o a su reputación como artista, derivados de la 
integridad de la obra. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo directo 11/2011. Sociedad Mexicana de Directores Realizadores de 
Obras Audiovisuales, S.G.C. 2 de mayo de 2012. Mayoría de tres votos. Disidentes: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
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DERECHOS HUMANOS. CONSTITUYEN UN LÍMITE A LA AUTONOMÍA DE LA 
VOLUNTAD, Y SON OPONIBLES FRENTE A PARTICULARES EN UN PLANO DE 
HORIZONTALIDAD. 
 

El acto de un particular por el que se crea el derecho privado no escapa a los 
controles de constitucionalidad y de convencionalidad, pues aun cuando está 
sujeto a la teoría de la voluntad de las partes tiene un límite, y ese límite son los 
derechos humanos, oponibles no sólo a los poderes públicos sino también a los 
particulares; de manera que si bien esos derechos son valederos en un plano de 
verticalidad -en una relación de supra a subordinación- también son válidos en un 
plano de horizontalidad, es decir, en las relaciones de coordinación, al ser un límite 
a la autonomía individual, puesto que si al Estado se le exige respeto a tales 
derechos, no hay razón para que el particular no los respete frente a otro 
particular. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 320/2011. Martha Beatriz Flores Romero. 14 de octubre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctorino Rojas Rivera. Secretario: Edgar 
Martín Gasca de la Peña. 

Amparo directo 220/2011. Lilia Zamudio Zavala. 26 de octubre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Sahuer Hernández. Secretario: Víctor Ruiz 
Contreras. 
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DERECHOS POR LA INSCRIPCIÓN DE DOCUMENTOS Y ACTOS EN EL REGISTRO 
PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE COMERCIO. EL ARTÍCULO 196, FRACCIÓN I, 
INCISOS A) Y C), DEL CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL, QUE ESTABLECE 
CUOTAS DIFERENCIADAS, VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2011). 
 

El artículo 196, primer párrafo, del Código Fiscal del Distrito Federal, vigente en 
2011, establece una cuota de $1,326.00 (un mil trescientos veintiséis pesos 00/100 
M.N.) por cada inscripción, anotación o cancelación de aquélla que practique el 
Registro Público de la Propiedad y de Comercio del Distrito Federal, mientras que, 
tratándose de la inscripción de documentos por los cuales se adquiera, transmita, 
modifique o extinga el dominio o la posesión de bienes muebles o inmuebles o 
derechos reales, incluyendo aquellos derivados de fideicomisos, aun cuando se 
hayan reservado el derecho de readquirir, así como de las compraventas en las que 
el vendedor se reserve el dominio y las cesiones de derechos; de la inscripción de 
actos relacionados con la constitución, modificación, aumento de capital, escisión o 
fusión de personas morales, así como de actos relacionados con contratos de 
arrendamiento financiero, de crédito con garantía hipotecaria, refaccionarios o de 
habilitación o avío, la fracción I, incisos a) y c), del señalado precepto, prevé una 
cuota de $13,293.00 (trece mil doscientos noventa y tres pesos 00/100 M.N.). Por 
su parte, en relación con los derechos que son causados como contraprestación de 
un servicio público, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las 
tesis de jurisprudencia P./J. 1/98 y P./J. 3/98, publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, enero de 1998, páginas 40 y 
54, de rubros: "DERECHOS POR SERVICIOS. SU CONNOTACIÓN." y "DERECHOS POR 
SERVICIOS. SUBSISTE LA CORRELACIÓN ENTRE EL COSTO DEL SERVICIO PÚBLICO 
PRESTADO Y EL MONTO DE LA CUOTA.", respectivamente, determinó que para 
juzgar sobre su proporcionalidad y equidad debe atenderse, fundamentalmente, al 
objeto real del servicio prestado, a fin de poder apreciar la razonable correlación 
que debe haber entre la prestación del servicio y el monto de la cuota, sin que ello 
implique que el término "contraprestación" se traslade a la connotación estricta 
que recibe en el derecho privado; sin embargo, invariablemente, a efecto de 
respetar el derecho fundamental contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe existir un equilibrio 
razonable entre la cuota y la prestación del servicio, otorgando el mismo trato 

javascript:AbrirModal(1)
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=196935&Clase=DetalleTesisBL
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=196933&Clase=DetalleTesisBL
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=196933&Clase=DetalleTesisBL
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=196933&Clase=DetalleTesisBL
javascript:AbrirModal(4)
javascript:AbrirModal(4)


 
fiscal a los que reciben igual servicio. En consecuencia, el citado precepto 196, 
fracción I, incisos a) y c), viola el principio de proporcionalidad tributaria, al 
establecer cuotas diferenciadas por la inscripción de diversos documentos, sin que 
la Ley Registral para el Distrito Federal ni el Reglamento de la Ley Registral y del 
Registro Público de la Propiedad y de Comercio de dicha entidad señalen un 
procedimiento determinado o especial o alguna actividad por parte del citado 
registro que implique tareas adicionales o específicas respecto de aquéllos. 
 

DECIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 71/2012. Dalel Pedraza Velázquez. 28 de junio de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ernesto Martínez Andreu. Secretario: Manuel 
Camargo Serrano. 
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DICTAMEN PERICIAL SIN FIRMA. ES VIOLATORIO DE DERECHOS HUMANOS QUE 
SE LE OTORGUE VALOR PROBATORIO PORQUE ELLO REFLEJA INOBSERVANCIA A 
LA GARANTÍA DE DEBIDO PROCESO LEGAL, POR LO QUE AL CONSTITUIR UNA 
VIOLACIÓN MANIFIESTA DE LA LEY, PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
AMPARO. 
 

De la interpretación sistemática de los artículos 1o. y 14 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 14, punto 1, del Pacto Internacional de Derechos 
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Civiles y Políticos (publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 20 de mayo de 
1981) y 8o., punto 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
adoptada en la ciudad de San José de Costa Rica (publicada en el mismo medio de 
difusión el 7 de mayo de 1981), se advierte la garantía de debido proceso legal, la 
cual implica que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Bajo 
ese contexto, es violatorio de derechos humanos que se otorgue valor probatorio a 
un dictamen pericial sin firma, porque ello refleja la inobservancia a la referida 
garantía, dado que la rúbrica en dicho dictamen es un requisito indispensable para 
acreditar la voluntad del suscriptor. De ahí que al constituir una violación 
manifiesta de la ley, proceda suplir la queja deficiente, en términos de la fracción VI 
del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo. 
 

TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEPTIMA 
REGION 
 

Amparo directo 583/2011. Alberto Reyes Aviña. 15 de diciembre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Guzmán González. Secretaria: 
Alejandra Guadalupe Baños Espínola. 
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ESTABLECIMIENTOS MERCANTILES DEL DISTRITO FEDERAL. EL ARTÍCULO 10, 
APARTADO A, FRACCIÓN XIV, PÁRRAFOS SEGUNDO Y TERCERO, DE LA LEY 
RELATIVA, AL OBLIGAR A SUS TITULARES A PROPORCIONAR ESTACIONAMIENTO 
GRATUITO A LOS CLIENTES POR UN LAPSO DE DOS HORAS DE ESTANCIA Y, 
DESPUÉS DE ESE TIEMPO, A OTORGARLES UNA TARIFA PREFERENCIAL RESPECTO 
AL COSTO NORMAL DEL SERVICIO, VIOLA EL DERECHO DE LIBERTAD DE 
COMERCIO. 
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El artículo 10, apartado A, fracción XIV, párrafos segundo y tercero, de la Ley de 
Establecimientos Mercantiles del Distrito Federal establece la obligación de los 
titulares de los establecimientos mercantiles de bajo impacto, impacto vecinal e 
impacto zonal, de proporcionar estacionamiento gratuito a sus clientes con 
comprobante de consumo, por un lapso de dos horas de estancia, sujeto al monto 
de consumo mínimo que se establezca en el reglamento de esa ley y, después de 
ese tiempo, otorgarles una tarifa preferencial respecto al costo normal del servicio. 
Consecuentemente, tal precepto viola el derecho de libertad de comercio previsto 
en el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
razón de que la obligación impuesta está relacionada con el fin comercial de los 
establecimientos mercantiles, ya que impone la prestación de un servicio adicional 
a los clientes que acuden a éstos a adquirir los productos propios de su actividad, 
sin la posibilidad de obtener una retribución justa por la prestación de ese servicio. 
 

DECIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 388/2011. Secretaria de Desarrollo Económico, Jefe de 
Gobierno y Secretario de Gobierno, todos del Distrito Federal. 26 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Ernesto Martínez Andreu. Secretario: 
Manuel Camargo Serrano. 

Amparo en revisión 393/2011. Qualifood, S. A. de C. V. 9 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ernesto Martínez Andreu. Secretario: Manuel 
Camargo Serrano. 

Amparo en revisión 434/2011. Eqco, S.A. de C.V. 11 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretaria: María Elena 
Bautista Cuéllar. 

Amparo en revisión 427/2011. Jefe de Gobierno del Distrito Federal y otras 
autoridades. 25 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado 
Yáñez. Secretario: Abel Méndez Corona. 

Amparo en revisión 455/2011. 9 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretario: Abel Méndez Corona. 
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INCIDENTE DE FALSEDAD DE LA FIRMA QUE CALZA EL ESCRITO DE INTERPOSICIÓN 
Y EXPRESIÓN DE AGRAVIOS DEL RECURSO DE QUEJA PREVISTO POR EL ARTÍCULO 
95, FRACCIÓN XI, DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE ADMITIR EL PROMOVIDO 
DURANTE LA SUSTANCIACIÓN Y RESOLUCIÓN DE DICHO MEDIO DE 
IMPUGNACIÓN SIN SUSPENDERLO. 
 

De conformidad con el artículo 35 de la Ley de Amparo procede admitir a trámite el 
incidente de falsedad de la firma que calza el escrito de interposición y expresión 
de agravios del recurso de queja previsto por el artículo 95, fracción XI, del citado 
ordenamiento, promovido durante la sustanciación y resolución de dicho medio de 
impugnación sin suspenderlo, en atención a que la mencionada ley no lo prevé, y 
aunado a que la queja de la referida fracción XI, conocida como urgente, tiende a 
tutelar el otorgamiento o negativa de la suspensión provisional de los actos 
reclamados decretados en primera instancia, lo cual es una cuestión de orden 
público que debe privilegiarse frente a la tramitación del referido incidente. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 

Queja 61/2011. Roberto Garza Delgado. 8 de mayo de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 
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INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA SANCIONATORIA DE CARÁCTER 
ADMINISTRATIVO. NO PUEDE DECLARARSE BAJO EL CERRADO ESQUEMA Y LOS 
MISMOS RAZONAMIENTOS QUE LLEVARÍAN A DECRETAR LA DE UNA PENAL, DE 
CONFORMIDAD CON LOS PRINCIPIOS QUE REGULAN A ÉSTA, AL NO SER 
APLICABLES A AQUÉLLA DE FORMA IRRESTRICTA. 
 

Si bien es cierto que al derecho administrativo sancionador le son aplicables los 
principios del derecho penal -al constituir ambos, manifestaciones de la potestad 
punitiva del Estado-, también lo es que esa aplicación no es irrestricta, pues los 
citados principios deben ser útiles y pertinentes para la imposición de las sanciones 
administrativas, en lo que no se opongan a las particularidades de éstas, es decir, 
no siempre y no todos los principios penales son aplicables a esa materia, sin más. 
Esto es así, pues como lo señaló la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
tesis 2a. CLXXXI/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, septiembre de 2001, página 716, de rubro: 
"RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL SISTEMA DE IMPOSICIÓN 
DE SANCIONES ADMINISTRATIVAS QUE REGULA LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO 
DEBE ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LAS SANCIONES 
PENALES, DADA SU DIVERSA NATURALEZA.", los parámetros o lineamientos que 
rigen las sanciones penales no pueden ser iguales a los del sistema sancionador de 
responsabilidades administrativas ni, por consiguiente, puede legalmente 
determinarse la inconstitucionalidad de los dispositivos que fijan las sanciones 
relativas en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos con 
base en esa diferencia, pues sería desconocer la intención del Poder Revisor de la 
Constitución, que fue la de crear un sistema de normas conducentes a sancionar a 
quienes, teniendo el carácter de servidores públicos, incurrieran en actos u 
omisiones que afecten los principios fundamentales que rigen el desempeño de sus 
funciones y que están cargados de un alto valor moral, al que aspiran los 
empleados de gobierno y entes del Estado. Por tanto, no puede declararse la 
inconstitucionalidad de una norma sancionatoria de carácter administrativo, bajo el 
cerrado esquema y los mismos razonamientos que llevarían a decretar la 
inconstitucionalidad de una penal, de conformidad con los principios que regulan a 
ésta pues el juzgador, al realizar el citado estudio, no puede soslayar la naturaleza y 
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finalidades que rigen al procedimiento sancionador administrativo conforme a los 
numerales 109 y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 197/2012. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la 
Secretaría de la Función Pública, encargado de la defensa jurídica, en 
representación del Secretario de la Función Pública y del titular del Área de 
Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la Secretaría de Salud. 11 de 
julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Irma Gómez Rodríguez. 
 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1781  

INTERPRETACIÓN EXTENSIVA DEL ARTÍCULO 51, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. AL EFECTUARLA, 
EN OBSERVANCIA AL PRINCIPIO PRO HOMINE, LA SALA FISCAL PUEDE VERIFICAR 
LA COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES QUE, SI BIEN NO DICTARON LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA O TRAMITARON EL PROCEDIMIENTO DEL CUAL 
DERIVÓ, SÍ EMITIERON ALGUNA ACTUACIÓN DENTRO DE ÉSTE, CON 
INDEPENDENCIA DE SU CERCANÍA TEMPORAL CON ÉL (LEGISLACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 10 DE DICIEMBRE DE 2010). 
 

En atención al principio pro homine reconocido en el artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual refiere que siempre debe estarse 
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a favor del hombre, cuando se trate de proteger los derechos de la persona, la 
autoridad jurisdiccional debe acudir a la norma más amplia o a su interpretación 
extensiva. Consecuentemente, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, al efectuar la interpretación extensiva del artículo 51, penúltimo 
párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, vigente 
hasta el 10 de diciembre de 2010 -en atención al mencionado principio-, pueden 
verificar la competencia de las autoridades que, si bien no dictaron la resolución 
impugnada o tramitaron el procedimiento del cual derivó, sí emitieron alguna 
actuación dentro de éste, con independencia de su cercanía temporal con él, por lo 
que si se impugna un acto del procedimiento instaurado para combatir uno 
diverso, la Sala Fiscal puede válidamente analizar la competencia de su autor. 
 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
QUINTA REGION 
 

Revisión fiscal 5/2012. Administrador Local Jurídico de Culiacán, Sinaloa. 10 
de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Serratos García. 
Secretaria: Beatriz Adriana Martínez Negrete. 
 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1783  

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EN ACATAMIENTO AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE AL AMPARO INDIRECTO, EN 
RAZÓN DE QUE EL ARTÍCULO 28 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO EXIGE MAYORES REQUISITOS PARA 

javascript:AbrirModal(2)
javascript:AbrirModal(2)
javascript:AbrirModal(3)
javascript:AbrirModal(3)


 
CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEL ACTO IMPUGNADO QUE LOS ESTABLECIDOS EN 
LA LEY DE AMPARO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE MARZO DE 2011). 
 

Con la redacción del artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, antes de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 10 de diciembre de 2010, los actos impugnables en el juicio contencioso 
administrativo eran susceptibles de atacarse vía juicio de amparo, sin necesidad de 
agotar previamente aquél. Sin embargo, a partir del 10 de marzo de 2011 en que 
entró en vigor esa modificación, dicho numeral ya no prevé mayores requisitos que 
la Ley de Amparo para suspender la ejecución de los actos impugnados, pues 
incluso los requerimientos básicamente son los mismos, ya que la suspensión 
puede solicitarse en cualquier tiempo; se concederá siempre que no se afecte el 
interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, y sean de difícil 
reparación los daños o perjuicios que puedan causarse con la ejecución; de 
ocasionarse daños o perjuicios a terceros se concederá siempre que el solicitante 
otorgue garantía para reparar el daño o indemnizar los perjuicios que se causen, 
dando la oportunidad a que el tercero exhiba contragarantía para evitar la 
suspensión de la ejecución del acto impugnado en nulidad; si se trata de una 
afectación no estimable en dinero la garantía se fijará discrecionalmente; deberá 
fijarse la situación en que habrán de quedar las cosas hasta que se dicte sentencia 
firme, pudiendo revocarse o modificarse la concesión o negativa de la medida 
cautelar por hecho superveniente. Asimismo, en cuanto a la forma de garantizar un 
crédito fiscal, se permite que se haga ante la autoridad ejecutora por cualquiera de 
los medios permitidos por las leyes fiscales aplicables, que conforme al artículo 141 
del Código Fiscal de la Federación, comprenden no sólo el depósito en efectivo y el 
embargo, sino también la prenda, hipoteca, fianza y la obligación solidaria asumida 
por un tercero, entre otros; además se establece que la garantía o depósito puede 
reducirse de acuerdo con la capacidad económica del solicitante, o si se trata de 
tercero distinto al sujeto obligado de manera directa o solidaria al pago del crédito, 
lo que incluso otorga un mayor beneficio al contribuyente que la Ley de Amparo. 
Por tanto, los requisitos vigentes previstos para otorgar la medida cautelar en el 
juicio contencioso administrativo no rebasan los contemplados al respecto en la 
Ley de Amparo para conceder dicha medida cautelar, por lo que, previo a la 
promoción del amparo indirecto, debe agotarse aquél, en acatamiento al principio 
de definitividad. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
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Amparo en revisión 89/2012. Jefa de la Unidad de Asuntos Jurídicos del 
Centro SCT Puebla. 4 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl 
Oropeza García. Secretario: Manuel Saturnino Ordóñez. 
 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1916  

JUICIO DE NULIDAD. PARA PROMOVERLO CONTRA LA AUTOLIQUIDACIÓN O 
AUTOAPLICACIÓN DEL PAGO DE DETERMINADO IMPUESTO MEDIANTE EL 
SISTEMA INFORMÁTICO RESPECTIVO, ES APLICABLE EL PLAZO DE CUARENTA Y 
CINCO DÍAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
 

Cuando un contribuyente se autoliquida o autoaplica el pago de determinado 
impuesto mediante el sistema informático respectivo, para promover el juicio de 
nulidad contra dicho acto, es aplicable el plazo de cuarenta y cinco días previsto en 
el artículo 13, fracción I, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, consistente en que se haya llevado a cabo una notificación por la 
autoridad fiscal, pues al existir autoaplicación, por extensión, debe entenderse que 
se entera del acto igual que en la notificación y, por tanto, se detona el cómputo 
correspondiente para ejercer la acción contencioso administrativa. 
 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
QUINTA REGION 
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Amparo directo 307/2012. Luis Alfonso Cerros Cázares. 31 de mayo de 2012. 

Mayoría de votos. Disidente: Juan Manuel Serratos García. Ponente: Eduardo Farías 
Gasca. Secretario: Daniel Marcelino Niño Jiménez. 
 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 1; 
Pág. 510  

LIBERTAD DE INFORMACIÓN. EL ESTÁNDAR DE CONSTITUCIONALIDAD DE SU 
EJERCICIO ES EL DE RELEVANCIA PÚBLICA (LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA 
LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA 
IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL). 
 

De la interpretación integral de los artículos 7, 25 y 28 a 34, de la Ley de 
Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la 
Propia Imagen en el Distrito Federal, se desprende que el estándar de 
constitucionalidad del resultado del ejercicio de la libertad de información es el de 
relevancia pública, el cual depende de dos elementos: (i) el interés general por la 
materia y por las personas que en ella intervienen; y (ii) el contenido de la 
información en sí mismo, según la doctrina de la malicia efectiva, lo cual cobra 
importancia cuando las noticias comunicadas redundan en descrédito del afectado, 
pues en caso contrario, ni siquiera existiría un conflicto entre derechos 
fundamentales al no observarse una intromisión al derecho al honor. La distinción 
entre figuras públicas y personas privadas sin proyección pública, debe entenderse 
dentro del "sistema dual de protección", mientras que la calificación de un tema 
como de "interés general", debe valorarse en cada caso concreto. 
 

PRIMERA SALA 
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Amparo directo 8/2012. Arrendadora Ocean Mexicana, S.A. de C.V. y otros. 4 

de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 1; 
Pág. 511  

LIBERTAD DE INFORMACIÓN. PARA SU EJERCICIO BASTA SUSTENTAR LOS 
CONTENIDOS PUBLICADOS EN RESOLUCIONES EMITIDAS POR AUTORIDADES, SIN 
QUE SEA NECESARIO QUE AQUÉLLAS SE ENCUENTREN FIRMES. 
 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido en su 
jurisprudencia constante que los reportajes y las notas periodísticas destinados a 
influir en la formación de la opinión pública deben cumplir con un cierto estándar 
de diligencia en la comprobación del estatus de los hechos acerca de los cuales 
informan. En ese sentido, entre las fuentes que pueden sustentar el contenido del 
ejercicio a la libertad de información, resultan idóneas las resoluciones emitidas 
por autoridades estatales -como pueden ser las investigaciones que llevan a cabo la 
Auditoría Superior de la Federación y la Secretaría de la Función Pública-, sin 
importar el estado procesal en que se encuentren las investigaciones de las cuales 
emanen. Así, la exigencia de que sólo resoluciones firmes, que hayan causado 
estado, puedan ser utilizadas como fuentes para un artículo o reportaje, resulta 
contraria a los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Lo anterior se debe a que una exigencia tan rigurosa equivaldría a la 
aniquilación del periodismo investigativo, al exigirles a los periodistas que cumplan 
con el mismo estándar exigido a los juzgadores. En la misma línea, basta con que 
los datos expuestos en una nota informativa se hubiesen fundamentado en 
investigaciones abiertas o en resoluciones -aun cuando no hayan alcanzado el 
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carácter de cosa juzgada-, para alcanzar dicha protección constitucional, sin que el 
resultado de una investigación pueda servir para cuestionar, retroactivamente, la 
veracidad de una nota periodística. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo directo 8/2012. Arrendadora Ocean Mexicana, S.A. de C.V. y otros. 4 
de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 

 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 1; 
Pág. 512  
 
LIBERTAD DE INFORMACIÓN. REQUISITOS QUE DEBE CUMPLIR SU EJERCICIO. 
 
 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la 
información debe cumplir con dos requisitos internos: la veracidad y la 
imparcialidad, cuya comprensión debe actualizarse y aplicarse de conformidad con 
la doctrina que la Primera Sala ha ido desarrollando en sus sentencias recientes. La 
evolución de la doctrina de este alto tribunal respecto a la libertad de información 
nos permite atender, en casos de interés público y sobre figuras públicas, a la 
principal consecuencia del sistema de protección dual, es decir, al estándar de la 
real malicia. Esta doctrina se traduce en la imposición de sanciones civiles en 
supuestos muy específicos: (i) respecto a servidores públicos, cuando se difunda 



 
información falsa -a sabiendas de su falsedad y con total despreocupación sobre si 
era o no falsa- y con la clara intención de dañar; y (ii) por lo que hace a personas 
privadas con proyección pública, cuando se difunda información a sabiendas de su 
falsedad. Es relevante matizar que si la noticia inexacta involucra a figuras 
particulares en cuestiones también particulares, no tiene aplicación la doctrina de 
la "real malicia", funcionando en su reemplazo los principios generales sobre 
responsabilidad civil. Lo mismo ocurre si se trata de personas con proyección 
pública pero en aspectos concernientes a su vida privada que carezcan de relación 
con el interés público. En cuanto al alcance de esta doctrina en materia probatoria 
para aquellos casos en que se analice la eventual responsabilidad de una persona 
por un supuesto exceso en el ejercicio de su libertad de información, se reitera la 
doctrina de esta Primera Sala sobre el doble juego de la exceptio veritatis, en 
cuanto a que su acreditación impide cualquier intento de fincar responsabilidad al 
autor de la nota periodística, así como en cuanto a que tampoco se requiere dicha 
acreditación como requisito sine qua non para evitar una condena. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 

Amparo directo 8/2012. Arrendadora Ocean Mexicana, S.A. de C.V. y otros. 4 
de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 2; 
Pág. 1218  

MODIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA. FORMA DE APLICAR LA TESIS DE RUBRO: 
"AUTORIZADO EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CARECE 
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DE FACULTADES PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO DIRECTO (MODIFICACIÓN 
DE LA JURISPRUDENCIA 2A./J. 199/2004).". 
 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
P./J. 145/2000, de rubro: "JURISPRUDENCIA. SU APLICACIÓN NO VIOLA LA 
GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY.", estableció que la aplicación de la 
jurisprudencia a casos concretos iniciados con anterioridad a su emisión no viola 
el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en virtud de que su contenido no equivale a una ley en sentido formal y 
material, sino que solamente contiene la interpretación de ésta. Ahora, esta 
determinación tratándose de procedimientos de modificación de jurisprudencia en 
los que se resuelve abandonar una anterior, no llega al extremo de privar de 
efectos jurídicos la aplicación que se hubiese hecho de una jurisprudencia superada 
bajo ese mecanismo, cuando se refiera a la procedencia de algún medio de 
impugnación, ya que si el interesado se acogió a un criterio que en su momento le 
resultaba obligatorio para adoptar una vía legal de defensa, la interrupción de la 
jurisprudencia modificada no debe privarlo de la posibilidad de continuar con una 
instancia ya iniciada, porque uno de los fines de la jurisprudencia es la seguridad 
jurídica y sería ilógico que su observancia posterior resulte adversa a los intereses 
de quien, constreñido por ella, procesalmente optó por ajustar su estrategia 
defensiva a lo que aquélla le ordenaba. Consecuentemente, al pretender aplicar la 
jurisprudencia 2a./J. 199/2004 modificada que define nuevas condiciones para la 
procedencia del juicio de amparo directo promovido en un procedimiento 
contencioso administrativo, debe primero analizarse si el interesado aplicó en su 
favor la jurisprudencia anterior, y si lo hizo válidamente durante su vigencia; esto 
es, antes de la publicación de la jurisprudencia modificada. De reunirse ambos 
hechos, el juzgador debe continuar con la secuela legal iniciada para no privar al 
promovente de la oportunidad de ser oído tan sólo por el cambio de criterios. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Solicitud de modificación de jurisprudencia 5/2012. Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, 
Zacatecas, en auxilio del Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 
Trabajo del Décimo Primer Circuito. 16 de mayo de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda. 
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Nota: La tesis de jurisprudencia citada en el rubro, aparece publicada con la clave o 
número de identificación 2a./J. 90/2012 (10a.) en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 2, septiembre de 2012, 
página 1176. 
La tesis de jurisprudencia P./J. 145/2000 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, diciembre de 2000, 
página 16. 
 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1932  

NOTIFICACIONES EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. CUANDO SE CONTROVIERTE 
SU LEGALIDAD, CORRESPONDE AL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO DICTAR LA RESOLUCIÓN EN EL INCIDENTE DE NULIDAD RELATIVO. 
 

Conforme al artículo 32 de la Ley de Amparo, cuando las notificaciones no fueren 
hechas en la forma que establece ésta, las partes perjudicadas podrán pedir su 
nulidad antes de dictarse sentencia definitiva en el expediente que haya motivado 
aquélla, y que se reponga el procedimiento desde el punto en que se incurrió en la 
nulidad; lo que dará lugar a la apertura de un incidente que se considerará como de 
especial pronunciamiento, pero que no suspenderá el procedimiento, ya que 
deberá sustanciarse en una sola audiencia, en la que se recibirán las pruebas de las 
partes, se oirán sus alegatos y se dictará la resolución que fuere procedente. Así, 
pese a que dicha disposición no establece expresamente a quién corresponde 
resolver el incidente, cuando se controvierte la legalidad de una notificación 
practicada durante la tramitación de un juicio de amparo directo, será el 
presidente del Tribunal Colegiado de Circuito a quien corresponderá dictar la 
resolución, pues, si bien es cierto que en términos del artículo 41, fracciones II y III, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, es atribución de éste dictar 
los trámites que procedan en los asuntos de la competencia del tribunal hasta 
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ponerlos en estado de resolución, para lo cual es menester turnar el asunto entre 
los Magistrados que lo integran, también lo es que, dado el carácter de previo y 
especial pronunciamiento del incidente, debe promoverse antes de dictarse 
sentencia definitiva en ese expediente y, por tanto, no debe resolverse en forma 
colegiada, sino por el presidente de dicho órgano, por ser el encargado del trámite 
del juicio de amparo directo hasta ponerlo en estado de resolución. 
 

DECIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 1132/2011. Emilia Ashanty Morales González. 14 de 
diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Lucio León, secretario de 
tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Ismael Mancera 
Patiño. 
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NOTIFICACIONES. LOS ARTÍCULOS 135 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y 
38 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, AL TENER 
DISTINTOS ÁMBITOS DE APLICACIÓN, NO PUEDEN COMPARARSE PARA 
VERIFICAR SI TRANSGREDEN EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD. 
 

Conforme al primer numeral invocado, las notificaciones surten efectos al día hábil 
siguiente al en que fueron hechas; mientras que el segundo precepto mencionado 
establece que las notificaciones personales surten sus efectos el día de su 
realización. Ahora bien, esta Primera Sala ha considerado, esencialmente, que el 
principio de igualdad previsto en el artículo1o. de la Constitución General de la 
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República, consiste medularmente en tratar igual a los iguales y desigual a los 
desiguales. Ahora bien, con el objeto de examinar si dos normas respetan ese 
derecho público subjetivo, debe determinarse con antelación si los preceptos 
legislativos confrontados regulan supuestos normativos idénticos y están dirigidos 
a sujetos ubicados en un mismo plano; lo cual no acontece con los artículos 135 del 
Código Fiscal de la Federación y 38 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, respecto al inicio del término para impugnar la imposición de 
multas, pues si bien es cierto que el artículo 3o. del código tributario federal 
establece que son aprovechamientos las multas impuestas por infracciones a las 
disposiciones legales o reglamentarias que no son de carácter fiscal, y en términos 
del artículo 4o. del propio ordenamiento, constituyen créditos fiscales ya que 
pueden ser recaudados por las autoridades tributarias una vez que le sean 
remitidos para su cobro, no menos verdad resulta que ese cuerpo legislativo y la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo tienen distintos ámbitos de 
aplicación. Lo anterior se justifica si se toma en cuenta que a pesar de que los 
preceptos legislativos de que se trata prevén normas relacionadas con el momento 
en que surten efectos las notificaciones, la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo establece reglas vinculadas únicamente con los procedimientos 
administrativos sustanciados ante autoridades con facultades para emitir actos de 
carácter propiamente administrativos; mientras que el código tributario federal 
regula actos realizados por autoridades tributarias en ejercicio de sus facultades 
fiscalizadoras, esto es, ajenos a otros procedimientos administrativos. En 
consecuencia, la comparación hecha entre los artículos 38 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo y 135 del Código Fiscal de la Federación, no es apta 
para demostrar la transgresión al derecho fundamental a la igualdad. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo directo en revisión 372/2012. Servi Diversiones, S.A. de C.V. 30 de 
mayo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea; en su ausencia hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa. 
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PERSONAS COLECTIVAS. GOZAN DE LEGITIMACIÓN ACTIVA PARA INSTAR EL 
JUICIO DE AMPARO A PESAR DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LAS REFORMAS 
CONSTITUCIONALES PUBLICADAS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 Y 
10 DE JUNIO DE 2011. 
 
 
Las referidas reformas constitucionales sustituyeron el término "Garantías 
Individuales" por "Derechos Humanos"; sin embargo, ello por sí mismo no vuelve 
improcedentes los juicios de amparo promovidos por personas colectivas, al 
estimar que por efecto de su entrada en vigor no son titulares de los segundos. En 
efecto, del procedimiento de enmienda constitucional se advierte que su teleología 
fue realizar, en este aspecto, una adecuación terminológica para hacerla 
congruente con el lenguaje utilizado por el derecho internacional, recogiéndose la 
situación preexistente, ya que en dicho procedimiento no consta alguna expresión 
en el sentido de privarlas de la titularidad de algún derecho humano como el de 
acudir al juicio de amparo para su defensa. Además, los principios pro persona y de 
progresividad contenidos en los párrafos segundo y tercero del artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impedirían llegar a una 
conclusión contraria al retroceder en el espectro de protección que las "Garantías 
Individuales" ya protegían, dado que incluso se encuentran vigentes los preceptos 
de la Ley de Amparo que establecen la legitimación activa de las personas 
colectivas para acudir a esa instancia constitucional. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO SEXTO CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 711/2011. Agente del Ministerio Público Federal y otras. 
3 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. 
Secretaria: María del Carmen Zúñiga Cleto. 
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PRINCIPIO PRO PERSONA. SU APLICACIÓN PERMITE OPTIMIZAR LA ADMISIÓN DE 
RECURSOS EN AMPARO. 
 

El artículo 1o. constitucional contiene el principio pro persona que, como ha 
explicado la doctrina, es un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de 
los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a 
la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos 
e, inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata 
de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su 
suspensión extraordinaria. Una manifestación de ese principio es la preferencia 
interpretativa (la otra es la preferencia de normas) que, a su vez, se expresa en la 
interpretación extensiva y la interpretación restringida. Pero ya sea en una u otra 
de las variantes, lo relevante es que en la preferencia interpretativa el intérprete 
ha de preferir la interpretación que más optimice un derecho fundamental, sin que 
pueda dejar de tomarse en cuenta que dicho principio interpretativo se materializa 
en distintos sub-principios, entre los cuales se encuentra el de in dubio pro actione, 
que constituye la aplicación del principio pro persona al ámbito procesal, de forma 
que el intérprete debe analizar las restricciones o limitaciones legales para acceder 
al órgano jurisdiccional de forma restrictiva, con el objetivo de lograr que el mayor 
número de procesos sea iniciado y, en la medida en que sea posible, se satisfaga la 
pretensión del demandante optimizando con ello el derecho a la jurisdicción. La 
optimización del derecho a la jurisdicción puede lograrse si se facilita la acción, 
pero también el recurso relacionado con dicha pretensión. A los derechos de 
recurrir el fallo y contar con un recurso efectivo se refieren los artículos 8.2. h y 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. De acuerdo con la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y los preceptos invocados, el recurso debe 
ser eficaz, efectivo. Ello puede lograrse si, mediante la preferencia interpretativa 
extensiva, como manifestación del principio pro persona, y la aplicación del 
principio pro actione, se optimizan la interposición y admisión de los medios de 
impugnación, sobre todo de aquellos relacionados con el control constitucional de 
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amparo en donde el debido proceso debe observarse con mayor rigor, dada su 
calidad de instrumento garante de los derechos fundamentales. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Reclamación 5/2012. Fidel Almaraz Berra. 21 de junio de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Francisco J. Sandoval López. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo. 
 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1946  

PRINCIPIOS DE OPTIMIZACIÓN INTERPRETATIVA DE LOS DERECHOS HUMANOS 
RECONOCIDOS EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (UNIVERSALIDAD, 
INTERDEPENDENCIA, INDIVISIBILIDAD Y PROGRESIVIDAD). ORIENTAN LA 
INTERPRETACIÓN DE LOS PRECEPTOS CONSTITUCIONALES EN ESA MATERIA Y 
SON DE INELUDIBLE OBSERVANCIA PARA TODAS LAS AUTORIDADES. 
 

El 10 de junio de 2011 se promulgaron reformas a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos, de las que sobresale 
la modificación de su artículo 1o. que establece la obligación de toda autoridad, de 
promover, respetar y garantizar los derechos humanos, favoreciendo la protección 
más amplia posible a favor de la persona, de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En virtud de éstos, 
la valoración de los derechos fundamentales queda vinculada a la premisa de que 
deben respetarse en beneficio de todo ser humano, sin distinción de edad, género, 
raza, religión, ideas, condición económica, de vida, salud, nacionalidad o 
preferencias (universalidad); además, tales derechos han de apreciarse como 
relacionados de forma que no sería posible distinguirlos en orden de importancia o 



 
como prerrogativas independientes, prescindibles o excluyentes unas ante otras, 
sino que todos deben cumplirse en la mayor medida posible, así sea en diferente 
grado por la presencia de otro derecho fundamental que también deba respetarse 
y que resulte eventualmente preferible, por asegurar un beneficio mayor al 
individuo, sin que el derecho fundamental que ceda se entienda excluido 
definitivamente (indivisibilidad e interdependencia); asimismo, con el 
entendimiento de que cada uno de esos derechos, o todos en su conjunto, 
obedecen a un contexto de necesidades pasadas y actuales, mas no niegan la 
posibilidad de verse expandidos, por adecuación a nuevas condiciones sociales que 
determinen la necesidad y vigencia de otras prerrogativas que deban reconocerse a 
favor del individuo (progresividad). De esta guisa, los referidos principios orientan 
la interpretación de los restantes preceptos constitucionales en materia de 
derechos fundamentales, conduciendo a su realización y observancia más plena e 
inmejorable posibles, vinculando el proceder de toda autoridad en el cumplimiento 
del mandato de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y los tratados internacionales de la materia, por lo 
que se constituyen como auténticos principios de optimización e interpretación 
constitucional que el legislador decidió objetivar en la Norma Suprema y, que por 
ende, resultan de ineludible observancia para todas las autoridades, y más aún 
para las jurisdiccionales. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 4/2012. Instituto Motolinía, A.C. 21 de junio de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario 
Adame Pérez. 
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PROMOCIONES EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CUANDO LOS 
ENCARGADOS DE LAS OFICIALÍAS DE PARTES NO ASIENTAN CON PRECISIÓN EN EL 
ACUSE O RAZÓN CORRESPONDIENTE QUE NO LAS RECIBIERON EN ORIGINAL O 
QUE CARECEN DE FIRMA AUTÓGRAFA O HUELLA DIGITAL DEL PROMOVENTE, SE 
GENERA LA PRESUNCIÓN DE QUE CUMPLEN CON LOS REQUISITOS LEGALMENTE 
PREVISTOS. 
 

A fin de armonizar el artículo 9 del Código de Procedimientos Administrativos del 
Estado de México, con lo que la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo en 
la jurisprudencia 2a./J. 32/2011 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 4, enero de 2012, página 
3632, de rubro: "PROMOCIONES DENTRO DEL JUICIO DE AMPARO. CUANDO EL 
OFICIAL DE PARTES DE UN ÓRGANO JURISDICCIONAL NO ASIENTA QUE LAS RECIBIÓ 
SIN FIRMA AUTÓGRAFA EN LA RAZÓN O ACUSE CORRESPONDIENTE, SE GENERA LA 
PRESUNCIÓN DE QUE SE PRESENTARON EN ORIGINAL Y CON LA REFERIDA 
SIGNATURA.", en lo relativo a que el proceso administrativo ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo de dicha entidad sólo puede seguirse a instancia de 
parte y, para ello, es una condición indispensable que en la promoción respectiva 
se plasme la firma autógrafa o huella digital de quien la formule, requisito sin el 
cual no se le dará curso, pues sólo de este modo puede tenerse por expresada 
fehacientemente su voluntad, se concluye que los encargados de las oficialías de 
partes del mencionado órgano jurisdiccional deben verificar, entre otros 
elementos, si la promoción fue recibida en original y con la firma autógrafa o huella 
digital de su autor, con la finalidad de respetar sus garantías de legalidad y certeza 
jurídica y, de no ser así, deben asentar con precisión esa circunstancia en el acuse o 
razón correspondiente. Por tanto, si los indicados encargados no lo hacen así, se 
genera la presunción de que el documento de mérito se exhibió en original y 
cumpliendo con el requisito de la signatura, por lo que, en su caso, debe requerirse 
al promovente a efecto de que comparezca a subsanar la deficiencia. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
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Amparo directo 290/2012. Brenda Iliana Córdova Hernández. 28 de junio de 

2012. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario: 
Agustín Ballesteros Sánchez. 
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PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE CALIGRAFÍA, GRAFOSCOPIA, GRAFOMETRÍA, 
DACTILOSCOPIA O DOCUMENTOSCOPIA EN EL JUICIO LABORAL. SI EL PERITO 
PROPUESTO NO PROVIENE DE LISTA OFICIAL, UN TÍTULO Y UNA CÉDULA 
PROFESIONAL EN LA LICENCIATURA EN DERECHO Y UN DIPLOMA EN 
CRIMINOLOGÍA NO SON SUFICIENTES PARA ACREDITAR SUS CONOCIMIENTOS EN 
AQUELLAS MATERIAS. 
 
 
De conformidad con el artículo 822 de la Ley Federal del Trabajo y la jurisprudencia 
2a./J. 168/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXX, octubre de 2009, página 96, de rubro: "PRUEBA 
PERICIAL EN MATERIA DE CALIGRAFÍA, GRAFOSCOPIA, GRAFOMETRÍA, 
DACTILOSCOPIA O DOCUMENTOSCOPIA EN EL JUICIO LABORAL. LAS PARTES DEBEN 
ACREDITAR QUE EL PERITO QUE PROPONEN CUENTA CON CONOCIMIENTOS EN LA 
MATERIA, CUANDO NO PROVIENE DE LISTA OFICIAL.", las partes en el juicio laboral 
se encuentran constreñidas a demostrar que el perito de su intención, cuando no 
proviene de lista oficial, cuenta con los conocimientos técnicos suficientes en cada 
una de las materias a peritar (caligrafía, grafoscopia, grafometría, dactiloscopia o 
documentoscopia), que involucran el saber discernir sobre impresiones digitales, 
rasgos de la escritura, así como de su medición, y el examen de documentos; 
conocimientos que no se encuentran regulados como profesión en el 
artículo segundo transitorio de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o. Constitucional, 
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relativo al Ejercicio de las Profesiones en el Distrito Federal; y que tampoco se 
obtienen en su totalidad al cursar la licenciatura en derecho o un diplomado en 
criminología, en virtud de que la primera implica la obtención de la licencia o 
patente en el área del derecho y, la segunda, el conocimiento en áreas como la 
antropología, biología, psicología y sociología criminal, así como criminalística, 
victimología y penalogía; por tanto, tales documentos resultan insuficientes por sí 
solos para demostrar que la persona designada es un experto en las materias de 
que se trata, lo cual se podrá demostrar, en todo caso, a través de medios 
convictivos diversos, como el certificado de la institución autorizada que otorga el 
título, cédula o diploma respectivo, en donde se especifican las materias que cursó 
el perito propuesto. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
DECIMA REGION 
 
 

Amparo directo 206/2012. Tiendas Extra, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Santiago Gallardo Lerma. Secretario: Marco Aurelio 
Sánchez Guillén. 
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PRUEBAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ESTÁN OBLIGADAS A ADMITIR, DESAHOGAR 
Y VALORAR LAS OFRECIDAS POR EL ACTOR PARA ACREDITAR SU ACCIÓN, AUN 
CUANDO NO HUBIERAN SIDO OFRECIDAS EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO PREVIO. 
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De los artículos 1o., segundo párrafo y 50, cuarto párrafo, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, se advierte que cuando la resolución 
administrativa recaída a un recurso administrativo no satisfaga el interés jurídico 
del recurrente y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo federal, 
se entenderá que simultáneamente impugna la resolución materia del recurso en 
la parte que continúa afectándolo y, en consecuencia, podrá hacer valer conceptos 
de impugnación tendentes a obtener su nulidad, diferentes de los planteados en el 
recurso administrativo. Por tanto, para acreditar su acción el actor podrá ofrecer 
las pruebas conducentes y la Sala respectiva estará obligada a admitirlas, 
desahogarlas y valorarlas, aun cuando no hubieran sido ofrecidas en el 
procedimiento administrativo previo al juicio de nulidad. 
 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 638/2011. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la 
Secretaría de la Función Pública, autoridad encargada de la defensa jurídica del 
titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en Caminos y 
Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos. 12 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Osmar Armando Cruz Quiroz. Secretaria: Jenny 
Solís Vences. 
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RECURSO DE REVOCACIÓN. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS MULTAS IMPUESTAS 
POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, POR INCUMPLIMIENTO AL 
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ARTÍCULO 95 BIS DE LA LEY GENERAL DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES 
AUXILIARES DEL CRÉDITO, VIGENTE HASTA EL 3 DE AGOSTO DE 2011. 
 

Contra las referidas multas impuestas a través de las Administraciones Locales de 
Auditoría Fiscal, es improcedente el recurso de revocación previsto en los 
artículos 116, 117 y 120 del Código Fiscal de la Federación, en relación con el 23 de 
la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, porque el Servicio de 
Administración Tributaria no actúa como autoridad fiscal y dicho medio de 
impugnación únicamente procede contra actos administrativos dictados en materia 
fiscal federal, emitidos por las autoridades fiscales federales. Sin embargo, esta 
Segunda Sala estima que los principios de seguridad y certeza jurídicas también 
exigen que aun cuando no se puede hacer procedente un medio de impugnación 
que por ley no lo es, sí debe anularse el acto administrativo impugnado para el 
efecto de que se emita otro en el que se comunique al interesado que el medio 
para su impugnación es el juicio contencioso administrativo ante el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Contradicción de tesis 206/2012. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y el 
entonces Segundo Tribunal Colegiado Auxiliar con residencia en Morelia, 
Michoacán, actual Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Tercera Región. 8 de agosto de 2012. Mayoría de tres votos. Ausente: Sergio A. 
Valls Hernández. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretaria: Laura Montes López. 

Tesis de jurisprudencia 93/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de agosto de dos mil doce. 
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RENTA. LOS GASTOS QUE EL CONTRIBUYENTE EFECTÚE, PAGADOS A TRAVÉS DE 
CHEQUE NOMINATIVO, SERÁN DEDUCIBLES DEL IMPUESTO RELATIVO, SIEMPRE Y 
CUANDO EN SU ANVERSO AQUÉL PRESENTE LA LEYENDA "PARA ABONO EN 
CUENTA DEL BENEFICIARIO". 
 

El artículo 31 de la Ley del Impuesto sobre la Renta prevé los requisitos que deben 
cumplir las deducciones hechas por el causante para su autorización, entre los que 
se encuentran, el contenido en su fracción III, quinto párrafo, relativo a que cuando 
los pagos se efectúen mediante cheque nominativo, éste deberá ser de la cuenta 
del contribuyente y contener su clave del Registro Federal de Contribuyentes, así 
como en el anverso la expresión "para abono en cuenta del beneficiario". Por 
tanto, los gastos que aquél efectúe, pagados a través de cheque nominativo, serán 
deducibles de la mencionada contribución, siempre y cuando en su anverso esté 
presente la mencionada leyenda, sin que el hecho de que ese documento aparezca 
"cruzado" o "barrado" con dos líneas diagonales en su anverso para no permitir su 
negociabilidad por parte de su tenedor, conforme al artículo 197 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito, que prevé ciertas condiciones para no hacer 
negociables los cheques expedidos por la contribuyente, sea razón suficiente para 
satisfacer la exigencia de la norma tributaria, ya que no se cuestiona la validez o no 
negociabilidad de un título ejecutivo de crédito conforme a la legislación mercantil, 
sino los requisitos que aquél debe contener para hacer deducible fiscalmente un 
gasto por parte del contribuyente emisor. Lo anterior es así, porque la finalidad que 
persigue la legislación fiscal para la deducción de gastos es que esas erogaciones 
correspondan indispensablemente a las actividades del particular y tener así un 
mayor control de éstas para el correcto cálculo de la base gravable del impuesto 
sobre la renta. 
 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
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Amparo directo 366/2012. Someco, S.C. de R.L. de C.V. 4 de julio de 2012. 

Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Valentín 
Omar González Méndez. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; 
Pág. 1971  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE 
GUANAJUATO. AL NO PREVER LA LEY RELATIVA LA POSIBILIDAD DE REQUERIR AL 
PROMOVENTE PARA QUE EXHIBA LOS DOCUMENTOS QUE ACREDITEN SU 
PERSONALIDAD, PREVIO A DECRETAR EL DESECHAMIENTO DE SU DEMANDA, 
VIOLA EL DERECHO HUMANO DE AUDIENCIA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 14 DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO). 
 
 
Para cumplir con el derecho humano de audiencia consagrado en el segundo 
párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
deben atenderse dos aspectos: uno de forma y otro de fondo. El primero 
comprende los medios establecidos en el propio texto constitucional (un juicio 
seguido ante tribunales previamente establecidos en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento). El segundo constituye el contenido, 
espíritu o fin último que persigue la garantía (evitar que se deje en estado de 
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indefensión al posible afectado con el acto privativo). En este sentido, para cumplir 
con el derecho fundamental de defensa, deben facilitarse al gobernado los medios 
o formas que garanticen su ejercicio, por lo que la prevención es una forma para 
que los gobernados cumplan con los requisitos señalados por la ley a fin de 
advertirlos de sanciones o perjuicios que pueda acarrearles alguna omisión en su 
demanda. Acorde con lo anterior, la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado 
y los Municipios de Guanajuato, al no contener disposiciones que faciliten al 
particular demostrar la personalidad que ostenta en el procedimiento respectivo, 
es decir, si ésta no contempla la prevención al actor para que regularice la 
demanda cuando no acredita aquélla, previo a decretar su desechamiento, viola el 
derecho humano de audiencia, al apartarse de los principios fundamentales que 
norman el debido proceso legal, pues rompe el equilibrio procesal entre las partes, 
al impedir al particular defenderse contra el acto administrativo y obtener una 
resolución que dirima las cuestiones debatidas. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO SEXTO CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 214/2012. Ismael González Pérez y otra. 5 de julio de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretaria: Silvia 
Vidal Vidal. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia, en términos de lo previsto en el numeral 11, Capítulo Primero, Título 
Cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de marzo de dos mil 
tres, relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación de las tesis que 
emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la verificación de la 
existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. 
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REVISIÓN FISCAL. EN EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN DEBEN 
DESCONTARSE LOS DÍAS INHÁBILES APLICABLES AL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO Y LOS PERIODOS VACACIONALES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, AUN CUANDO NO COINCIDAN CON LOS DEL 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 6, 
Tercera Parte, página 128, de rubro: "REVISIÓN FISCAL, CÓMPUTO DEL TÉRMINO 
PARA LA INTERPOSICIÓN DE LA. VACACIONES.", analizó el contexto normativo 
correspondiente al recurso de revisión fiscal entonces vigente, y determinó que 
para computar el plazo para hacerlo valer debían descontarse, además de los días 
inhábiles, los del periodo de vacaciones del otrora Tribunal Fiscal de la Federación, 
independientemente de que éste coincidiera o no con alguno de los dos recesos 
anuales del Poder Judicial Federal. Por tanto, al ser aplicable actualmente dicho 
criterio, persisten las reglas señaladas en cuando a los días inhábiles aplicables al 
juicio contencioso administrativo y los periodos vacacionales del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 71/2011. Secretario de Hacienda y Crédito Público, Jefe del 
Servicio de Administración Tributaria y la autoridad responsable, Subadministrador 
de la Aduana de Puerto Progreso, Yucatán. 6 de octubre de 2011. Unanimidad de 
votos. Ponente: Emmanuel G. Rosales Guerrero. Secretario: Martín R. Contreras 
Bernal. 

Revisión fiscal 9/2012. Secretario de Hacienda y Crédito Público, Jefe del 
Servicio de Administración Tributaria y Administrador Local Jurídico de Naucalpan. 
3 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador González Baltierra. 
Secretario: Errol Obed Ordóñez Camacho. 

Revisión fiscal 52/2012. Subdirectora de lo Contencioso, en suplencia por 
ausencia de la Directora Jurídica, quien actúa en representación de las autoridades 
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demandadas, todas del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado. 3 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor 
Manuel Méndez Cortés. Secretario: Marco H. Quintana Vargas. 

Revisión fiscal 204/2011. Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 3 de 
mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Méndez Cortés. 
Secretario: Marco H. Quintana Vargas. 

Revisión fiscal 45/2012. Secretario de Hacienda y Crédito Público, Jefe del 
Servicio de Administración Tributaria y Administrador Local de Auditoría Fiscal de 
Naucalpan. 3 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Emmanuel G. 
Rosales Guerrero. Secretario: Enrique Orozco Moles. 
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SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 18 DEL REGLAMENTO OBLIGATORIO PARA LOS 
TRABAJADORES DE LA CONSTRUCCIÓN POR OBRA O TIEMPO DETERMINADO, ES 
VIOLATORIO DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE SEGURIDAD JURÍDICA PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. 
 

El derecho fundamental de seguridad jurídica impide que la autoridad haga un 
ejercicio arbitrario de sus facultades, dando con ello certidumbre al gobernado 
sobre su situación y los plazos legales para que ésta cumpla con ese objetivo. Por 
su parte, el artículo 18 del Reglamento del Seguro Social Obligatorio para los 
Trabajadores de la Construcción por Obra o Tiempo Determinado no establece los 
plazos para que el Instituto Mexicano del Seguro Social: valore, adminicule y 
resuelva respecto de los elementos de convicción que le sean aportados por el 
patrón constructor ante el requerimiento efectuado por dicha autoridad a efecto 
de poder determinar el número de trabajadores, sus nombres, días trabajados y 
salarios devengados y así determinar la existencia, naturaleza y cuantía de sus 
obligaciones incumplidas; emita, en su caso, la resolución determinante 
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correspondiente (crédito fiscal), ni aquel en el que ésta habrá de notificarse. Por 
tanto, dicho precepto viola el mencionado derecho previsto en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que al no regular ni 
imponer a las autoridades límite temporal alguno para el despliegue de sus 
actuaciones, genera incertidumbre, pues aquéllas pueden indebidamente 
determinar libremente las cuotas obrero patronales omitidas y exigir su pago 
cuando así les parezca. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
PRIMERA REGION CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
 

Amparo directo 367/2012. Fervi, S.A. de C.V. 4 de junio de 2012. Mayoría de 
votos. Disidente y Ponente: Gaspar Paulín Carmona. Secretaria: Jessica Ariana 
Torres Chávez. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia, en términos de lo previsto en el numeral 11, Capítulo Primero, Título 
Cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de marzo de dos mil 
tres, relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación de las tesis que 
emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la verificación de la 
existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. 
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SENTENCIAS EJECUTORIADAS. PARA LOGRAR SU CUMPLIMIENTO LOS ÓRGANOS 
DE CONTROL CONSTITUCIONAL TIENEN FACULTADES PARA REQUERIR A 
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AUTORIDADES DIVERSAS DE LAS SEÑALADAS COMO RESPONSABLES, QUE SE 
ENCUENTREN VINCULADAS A ESOS FALLOS. 
 
 
De la reforma al párrafo segundo del artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
junio de 2011, se advierte un nuevo diseño respecto del tratamiento que debe 
darse a los derechos humanos, atendiendo al contenido normativo ahí previsto y, 
en su caso, a los tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano sobre 
este rubro, en aras de beneficiar en cualquier momento a todas las personas y así 
poder proporcionarles una tutela mayor. Así, por imperativo constitucional, debe 
procurarse que la interpretación se haga conforme al principio pro persona, que 
también se encuentra contenido en el artículo 25, numeral 2, inciso c), de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida como Pacto de San 
José de Costa Rica, en el que se establece la obligación de los Estados Partes de 
garantizar el pronto y efectivo cumplimiento, por las autoridades competentes, de 
toda decisión en que se haya estimado procedente un recurso judicial. En estas 
condiciones, se concluye que el derecho a la administración pronta y expedita de 
justicia es una prerrogativa fundamental e indispensable para el ejercicio de los 
demás derechos humanos reconocidos en los pactos internacionales en forma no 
limitativa sino enunciativa, ya que no puede circunscribirse al simple significado del 
vocablo, pues es el continente de un sinnúmero de derechos y obligaciones tanto 
internos como externos, es decir, inter país y a nivel internacional. 
Consecuentemente, si se atiende al artículo 17 de la Carta Magna, en el que se 
consignan, entre otros derechos fundamentales, el relativo a la administración 
pronta y expedita de justicia, a fin de que se cumplan cabalmente las sentencias 
ejecutoriadas, se estima que los órganos de control constitucional tienen 
facultades, no sólo para precisar los alcances de esos fallos, sino también para 
requerir a autoridades diversas de las señaladas como responsables, que se 
encuentren vinculadas a éstos, y conseguir su eficaz, completo y pronto 
acatamiento. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
PRIMERA REGION CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
 
 

Amparo en revisión 268/2012. Contralora Interna en la Procuraduría General 
de Justicia del Distrito Federal. 3 de mayo de 2012. Mayoría de votos. Disidente: 
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Gaspar Paulín Carmona. Ponente: María Alejandra de León González. Secretaria: 
Helena Cariño Mellín. 
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TERCEROS INTERESADOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL 
QUE SE IMPUGNA UNA RESOLUCIÓN QUE ORDENA A UNA EMPRESA EL REPARTO 
DE UTILIDADES. EFECTOS DEL AMPARO QUE SE CONCEDE CONTRA LA SENTENCIA 
CORRESPONDIENTE PARA QUE SE EMPLACE COMO TALES A LOS TRABAJADORES 
DEL ACTOR. 
 

Cuando el Tribunal Colegiado de Circuito concede el amparo contra la sentencia del 
juicio contencioso administrativo en el que se impugna la resolución que ordena a 
una empresa el reparto de utilidades, para que se emplace como terceros 
interesados a los trabajadores del actor y no dejarlos en estado de indefensión, el 
efecto de la protección de la Justicia Federal debe ser para que de conformidad con 
el artículo 365 de la Ley Federal del Trabajo, las Salas del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa investiguen ante la Secretaría del Trabajo y Previsión 
Social o ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, según corresponda, si existe 
registrado un sindicato de trabajadores de la empresa (actor) y, en caso de no ser 
así, en términos de los artículos 355 y 530 de la mencionada ley, soliciten a la 
Procuraduría de la Defensa del Trabajo su intervención, a fin de que se forme la 
coalición para defender los intereses comunes de los trabajadores y poder 
emplazar al representante que se designe. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 341/2011. Loyd´s London, S.A. de C.V. 27 de octubre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Salvador González Baltierra. Secretario: Errol Obed 
Ordóñez Camacho. 

Amparo directo 66/2011. SD Myers de México, S.A. de C.V. 27 de octubre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Méndez Cortés. Secretario: 
Ángel Corona Ortiz. 

Amparo directo 412/2011. Materiales Sela, S.A. de C.V. 24 de noviembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador González Baltierra. Secretario: 
Carlos Maldonado Barón. 

Amparo directo 771/2011. Central de Servicios para el Desarrollo del Estado 
de México, A.C. 14 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador 
González Baltierra. Secretario: Errol Obed Ordóñez Camacho. 

Amparo directo 766/2011. 5 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Víctor Manuel Méndez Cortés. Secretaria: Marlén Ramírez Marín. 
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TERCEROS INTERESADOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL 
QUE SE IMPUGNA UNA RESOLUCIÓN QUE ORDENA A UNA EMPRESA EL REPARTO 
DE UTILIDADES. TIENEN ESE CARÁCTER LOS TRABAJADORES DEL ACTOR, POR LO 
QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CONOZCA DEL AMPARO 
DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA CORRESPONDIENTE DEBE REVISAR 
OFICIOSAMENTE SI SE LES EMPLAZÓ Y, DE NO SER ASÍ, CONCEDER LA 
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PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL PARA QUE SE SUBSANE ESA OMISIÓN 
PROCESAL. 
 

En el juicio contencioso administrativo en el que se impugna una resolución que 
ordena a una empresa el reparto de utilidades, los trabajadores del actor tienen el 
carácter de parte como terceros interesados, conforme al artículo 3o., fracción III, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, por lo que su 
intervención en el proceso es indispensable para justificar la legalidad de la 
sentencia correspondiente, razón por la cual, si el patrón promueve amparo directo 
contra ésta, el Tribunal Colegiado de Circuito debe revisar oficiosamente si dicha 
parte fue emplazada y, de no ser así, conceder la protección de la Justicia Federal 
para que se subsane esa violación al procedimiento, en términos de la 
jurisprudencia P./J. 44/96 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en la página 85 del Tomo IV, julio de 1996, de la Novena Época del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: "TERCERO PERJUDICADO 
EN EL JUICIO DE AMPARO. SI NO FUE EMPLAZADO DEBE ORDENARSE LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO, SIN QUE OBSTEN LAS CIRCUNSTANCIAS 
ESPECIALES Y MODALIDADES QUE SE IMPONGAN EN LA SENTENCIA QUE CONCEDA 
EL AMPARO." 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 341/2011. Loyd´s London, S.A. de C.V. 27 de octubre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Salvador González Baltierra. Secretario: Errol Obed 
Ordóñez Camacho. 

Amparo directo 66/2011. SD Myers de México, S.A. de C.V. 27 de octubre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Méndez Cortés. Secretario: 
Ángel Corona Ortiz. 

Amparo directo 412/2011. Materiales Sela, S.A. de C.V. 24 de noviembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador González Baltierra. Secretario: 
Carlos Maldonado Barón. 

Amparo directo 771/2011. Central de Servicios para el Desarrollo del Estado 
de México, A.C. 14 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador 
González Baltierra. Secretario: Errol Obed Ordóñez Camacho. 

Amparo directo 766/2011. 5 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Víctor Manuel Méndez Cortés. Secretaria: Marlén Ramírez Marín. 
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